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INTRODUCCIÓN

La violencia contra la mujer es una de las manifestaciones más íntimas 
y profundas de violación de los derechos humanos. El problema se 
agrava por las limitaciones que hallan las víctimas al querer denunciar 
a sus agresores y huir de una relación violenta. Pese a las inversiones y 
esfuerzos del Estado por hacer frente a esta problemática, pocas veces 
las mujeres víctimas de violencia familiar logran un acceso efectivo a 
los sistemas de justicia, situación que se agudiza en las zonas rurales 
(Comisión Económica para América Latina y el Caribe 2012). 

Es necesario, entonces, estudiar las razones por las cuales no me-
jora el acceso de las mujeres víctimas al sistema que las protege. Pre-
cisamente por ello, el presente trabajo trata la temática de la violencia 
contra la mujer en las áreas rurales del Perú, así como el funciona-
miento de las instituciones públicas de protección en estos contextos. 

Analizamos datos procedentes de dos estudios realizados en cua-
tro comunidades. El primer estudio, que contó con el financiamiento 
de la Fundación Van Leer, se desarrolló en dos comunidades rurales 
de la costa, una en la provincia de Chiclayo (Lambayeque) y la otra 
en la provincia de Chulucanas (Piura). El segundo estudio obtuvo el 
financiamiento de la ONG Plan Internacional y se realizó en dos co-
munidades altoandinas de la provincia de Chumbivilcas, en la región 
del Cusco.

Los objetivos de este trabajo son los siguientes: a) describir y anali-
zar la violencia contra la mujer que se experimenta en las comunidades 
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del estudio, b) describir y analizar el rol de las instituciones públicas 
y privadas de cada comunidad frente a las situaciones de violencia 
identificadas, y c) explorar las fuentes alternativas de justicia en estos 
contextos.

El documento se organiza de la siguiente manera: primero, se 
expone el marco conceptual del estudio y se revisan las principales 
políticas públicas orientadas a la atención de la violencia contra la 
mujer en el país. Segundo, se caracterizan las comunidades de estudio 
y se describe la metodología empleada. Finalmente, se muestran los 
resultados principales del estudio, la discusión y las conclusiones.



1. MARCO CONCEPTUAL

Las Naciones Unidas definen la violencia contra la mujer como «todo 
acto de violencia basado en la pertenencia al sexo femenino que tenga 
o pueda tener como resultado un daño o sufrimiento físico, sexual 
o psicológico para la mujer, así como las amenazas de tales actos, la 
coacción o la privación arbitraria de la libertad, tanto si se producen 
en la vida pública como en la vida privada» (Asamblea General de 
las Naciones Unidas 1993). Este tipo de violencia está arraigada en 
estructuras sociales construidas sobre la base del género, más que en 
acciones individuales o que dependen del azar; trasciende límites so-
cioeconómicos, de edad, educacionales y geográficos; afecta a todas 
las sociedades; y constituye un obstáculo importante para eliminar 
la inequidad de género y la discriminación a nivel global (Asamblea 
General de las Naciones Unidas 2006). La forma más común de vio-
lencia experimentada por las mujeres de todo el mundo es la violen-
cia física infligida por una pareja íntima.1 En el Perú, el 38,9% de las 
mujeres han sido víctimas de violencia física o sexual por parte de sus 
parejas.2 En algunas regiones, tales como Cusco, Apurímac y Junín, 
esta cifra asciende al 51,2%, 52,6% y 53,1% respectivamente. 

1 UN Department of Public Information, DPI/2546C, noviembre 2009. Recuperado de 
http://www.un.org/es/events/endviolenceday/pdfs/unite_the_situation_sp.pdf.

2 Incluye empujones, golpes, patadas, ataques o amenazas con arma —cuchillo, pistola u 
otra— y obligarla a tener relaciones sexuales sin su consentimiento o realizar actos sexua-
les que ella no apruebe, según lo señalado en la Encuesta Nacional de Hogares (ENDES) 
del 2011. 
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En la literatura internacional y nacional sobre el tema, se hallan 
principalmente tres variables que influyen en el riesgo de que la mu-
jer sufra violencia de género: sus características socioeconómicas, su 
nivel de autonomía y la existencia de antecedentes de violencia en su 
historia personal.

En primer lugar, las características socioeconómicas y demográfi-
cas pueden tener distintos efectos en la probabilidad de que una mujer 
sufra violencia dentro del hogar. A nivel internacional, ha sido am-
pliamente documentado que el incremento en el nivel educativo de la 
mujer influye en la reducción de la violencia intrafamiliar (Morrison y 
otros 2007, Koenig y otros 2006, Ghahari y otros 2009 y Flake 2005). 
Del mismo modo, a un mayor nivel de bienestar socioeconomico, 
la mujer tiene una menor probabilidad de sufrir violencia (Koenig 
y otros 2006, Sherrard y otros 1994, Flake 2005, Ruiz-Pérez y otros 
2004, Sadowski y otros 2004, Barker 2010, y Benavides y León 2013).

Por otro lado, el nivel de autonomía de la mujer, entendido como 
su capacidad de generar ingresos fuera del hogar, puede tener dos efec-
tos (Rondón 2003, Sherrard y otros 1994): puede incrementar las 
posibilidades de que ella denuncie la violencia de la que es objeto y 
por tanto logre que esta se reduzca; o, por el contrario, puede incre-
mentar las probabilidades de que se convierta en víctima, debido a las 
frustraciones de su pareja. Benavides y León (2013) encuentran que, 
en el Perú, el segundo efecto es el más frecuente, ya que el nivel de 
autonomía de la mujer incrementa sus probabilidades de convertirse 
en víctima de la violencia. 

Finalmente, la violencia contra la mujer también se reproduce in-
tergeneracionalmente. Así, las mujeres provenientes de hogares en los 
cuales la madre era golpeada por el padre tienen mayores probabilida-
des de sufrir agresiones por parte de su pareja, debido a que, por lo ge-
neral, asimilan una visión en la cual los maltratos en el ámbito familiar 
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son tolerables y el hombre es una figura dominante con capacidad de 
usar la violencia para imponer su autoridad (Ribero y Sánchez 2005, 
Mora Ruiz 2013, Benavides y León 2013). 

En el presente apartado, exploraremos tres temas centrales de la 
relación entre la violencia contra la mujer y la respuesta del Estado. 
En primer lugar, abordaremos la capacidad estatal para enfrentar esta 
problemática y las posibilidades de acceso a la justicia. En segundo 
lugar, exploraremos las políticas públicas frente a la violencia contra 
la mujer y el funcionamiento del sistema legal encargado de prote-
gerla. Finalmente, revisaremos los estudios previos hechos en el Perú 
sobre el funcionamiento del sistema estatal frente a la violencia con-
tra la mujer.

1.1. Capacidad estatal, pluralismo legal y acceso a la justicia

Entendemos como capacidad estatal la «habilidad del Estado de efec-
tivamente ejercer autoridad e implementar políticas a lo largo de su 
territorio» (Mann 1984).3 La baja capacidad estatal ha sido identifica-
da como la raíz de la prevalencia de conflictos sociales y los incipientes 
niveles de desarrollo socioeconómico (Mainwaring, Bejarano y Piza-
rro 2006; Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo 2004). 
Por ello, la capacidad de los Estados de crear o fortalecer instituciones 
fuertes y relacionarse con la sociedad adecuadamente es una preocu-
pación constante de los países en vías de desarrollo.

La capacidad estatal, y en particular la provisión de justicia, es 
variable a lo largo del territorio, especialmente entre áreas urbanas y 
rurales (O’Donnell 1993). En el Perú hay una serie de limitaciones 

3 Mann (1984) denomina a esto «poder infraestructural del Estado».
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para que la población rural ejerza su derecho de acceder a la justicia, 
entendido como «El derecho de las personas, sin distinción de sexo, 
raza, edad, identidad sexual, ideología política o creencias religio-
sas, a obtener una respuesta satisfactoria a sus necesidades jurídicas» 
(PNUD 2005). La Rosa (2007) identifica cuatro barreras principales 
en el acceso a la justicia en el mundo rural: lingüísticas, económicas, 
culturales y geográficas. Asimismo, según el mismo autor, hay una se-
rie de limitaciones desde el tejido social nacional y el contexto estatal. 
En primer lugar, la población rural es heterogénea y sus visiones cultu-
rales son distintas. En segundo lugar, el Estado no tiene un monopolio 
sobre el derecho y la jurisdicción. Finalmente, el sistema jurídico na-
cional se halla desarticulado y no alcanza a todo el territorio (La Rosa 
2007). Esto ocasiona que, en muchos casos, en la práctica se produzca 
un reemplazo de instituciones estatales de carácter nacional por insti-
tuciones de protección locales (Levitsky y Murillo 2012). 

Un claro ejemplo de ello -para Van Cott (2003)- son las rondas 
campesinas y las autoridades comunales, las cuales llenan un vacío de 
poder público y privado, pues proveen su propio sistema de seguridad 
colectiva. De este modo, según Von Benda-Beckmann, se ha confor-
mado en las zonas rurales un «pluralismo legal» que consiste en «la 
coexistencia de diferentes órdenes normativos en un espacio socio-
político» (Von Benda-Beckmann, citado en Van Cott 2003). 

El artículo 149 de la Constitución Política del Perú reconoce este 
pluralismo y señala: «Las autoridades de las Comunidades Campesi-
nas y Nativas, con el apoyo de las Rondas Campesinas, pueden ejercer 
las funciones jurisdiccionales dentro de su ámbito territorial de con-
formidad con el derecho consuetudinario, siempre que no violen los 
derechos fundamentales de la persona. La ley establece las formas de 
coordinación de dicha jurisdicción especial con los Juzgados de Paz y 
con las demás instancias del Poder Judicial». Desde el multiculturalis-
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mo, esto es entendido como un derecho diferenciado en función de 
grupo (Kymlicka 1996). Sin embargo, los límites de la jurisdicción del 
derecho consuetudinario no están bien definidos, y en sus márgenes 
hay choques frecuentes con el sistema de justicia estatal. Desde la Cons-
titución en 1993, como menciona Villanueva (2010), no se ha emitido 
una ley de coordinación entre la justicia estatal y la justicia comunal. 

Específicamente en la defensa frente a la violencia de género, el 
acceso a la justicia de las mujeres víctimas es aún más limitado, dado 
que además de las barreras planteadas, deben enfrentarse al hecho de 
que las instituciones policiales y judiciales se hallan aún fuertemen-
te «masculinizadas», ya que a pesar de la incursión de mujeres como 
operadoras de justicia, como señala Daverio (2009a),  las relaciones de 
poder, jerarquía y dominación se reproducen en marcos masculinos en 
los que se subyuga el rol de la mujer. 

1.2. Las políticas públicas contra la violencia de género

Al describir esta problemática, nos preguntamos qué ha hecho 
el Estado frente a la violencia de género en las áreas rurales. En el 
ámbito internacional, el Perú ha firmado una serie de tratados para 
la erradicación de la violencia de género, tal como la Convención de 
Belem Do Pará (1994), la Convención sobre la Eliminación de Todas 
las Formas de Discriminación contra la Mujer (1979) y la Recomen-
dación General N.º 19 del Comité para la Eliminación de la Discri-
minación contra la Mujer de la ONU, Acerca de la violencia contra la 
mujer (1992). El Estado peruano ha desarrollado una serie de políticas 
públicas que se reflejan en un marco normativo, planes nacionales 
y programas especializados. El Ministerio de la Mujer y Poblaciones 
Vulnerables (MIMP) es el principal encargado de implementar estas 
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políticas, aunque la complejidad del tema supone un esfuerzo multi-
sectorial y comprende distintos niveles de gobierno.

El marco legal frente a la violencia contra la mujer se compone 
principalmente de la Ley de Igualdad de Oportunidades entre Mu-
jeres y Hombres (Ley 28983), promulgada en el 2007, que establece 
las garantías para el ejercicio de derechos y el acceso a oportunidades 
sin discriminación; la Ley de Protección Frente a la Violencia Fami-
liar (Ley 26260), promulgada en 1998, que establece el proceso de 
denuncia, investigación y sanción frente a casos de violencia contra la 
mujer;4 y el Código Penal de 1991, que incorpora la criminalización 
de distintas modalidades de violencia contra las mujeres. En estos ins-
trumentos se especifica que la Policía Nacional, la Fiscalía y el Juzgado 
son las agencias estatales encargadas de intervenir en casos de violencia 
contra la mujer. Asimismo, los Centros de Emergencia Mujer (CEM) 
y las Defensorías Municipales del Niño y el Adolescente (Demuna) 
son dos instituciones especializadas en casos de violencia familiar que 
atienden directamente casos de violencia contra la mujer. Presentamos 
a continuación las funciones de cada una de estas agencias y la ruta 
de la denuncia que se debe de seguir ante un caso de violencia contra 
la mujer.

a. La comisaria

La Ley de Protección Frente a la Violencia Familiar, Ley 26260, señala 
que la comisaria es la principal responsable de recibir las denuncias 
por violencia contra la mujer y realizar las investigaciones preliminares 
correspondientes. Esto incluye tomar la declaración de la agredida, 

4 Al momento de la publicación del presente texto, se estaba discutiendo en el Congreso 
peruano la promulgación de una nueva ley contra la violencia familiar.
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notificar al imputado (el acusado), tomar la declaración del imputado, 
y emitir la orden para el examen médico legal y la evaluación psico-
lógica. Asimismo, debe remitir el atestado policial al juzgado penal 
o juzgado de familia, dependiendo la gravedad de las lesiones de la 
víctima. Además, de acuerdo con los artículos 6 y 7 de dicha Ley, la 
Policía está habilitada para proteger inmediatamente a las víctimas y 
detener al agresor:

En caso de flagrante delito o de muy grave peligro de su perpetra-
ción, la Policía Nacional está facultada para allanar el domicilio 
del agresor. Podrá detener a este en caso de flagrante delito y rea-
lizar la investigación en un plazo máximo de 24 horas, poniendo 
el atestado en conocimiento de la fiscalía provincial penal que 
corresponda. De igual manera, podrá conducir de grado o fuerza 
al denunciado renuente a concurrir a la delegación policial.5

b. La fiscalía

La fiscalía tiene el deber de tramitar inmediatamente todas las denun-
cias de violencia contra la mujer que reciba, ya sea por denuncia di-
recta o por un expediente proveniente de la Policía. Luego, de acuerdo 
con la situación o por petición de la víctima, debe dictar medidas de 
protección para ella y sus hijos en un plazo no mayor de 48 horas. 
Estas incluyen: 

[…] el retiro del agresor del domicilio, prohibición de comu-
nicación, acercamiento o proximidad a la víctima en cualquier 

5 Ley 26260, Ley de Protección frente a la Violencia Familiar. Capítulo primero, «De la 
intervención de la Policía Nacional», artículo 7.
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forma, suspensión temporal de visitas, inventarios sobre sus bie-
nes, suspensión del derecho de tenencia y porte de armas, y otras 
medidas de protección inmediatas que garantizan su integridad 
física, psíquica y moral. Para la ejecución de estas medidas, debe 
solicitar el auxilio de la fuerza pública si fuera necesario. Asimis-
mo, el Fiscal puede solicitar la detención del agresor ante el Juez 
Penal competente, quien decreta dicha medida dentro del plazo 
de veinticuatro (24) horas.6

Terminado el proceso de investigación, el fiscal interpondrá de-
manda ante el juez de familia, de acuerdo con lo estipulado en el 
artículo 18.7

c. El juzgado de familia, el juzgado penal y el juzgado de paz

Juzgado de familia

Si el dictamen del médico legista señala que la víctima requiere un 
descanso de hasta 10 días, el caso pasa a manos del juzgado de familia 
de la localidad. El proceso se inicia por demanda tanto de la víctima o 
su representante como del fiscal de familia. En teoría, no es necesario 
volver a recolectar evidencia ni testimonios, sino que se trata de un 
proceso único que se inicia en la comisaría, tal como detalla el artículo 
20 de la Ley de Violencia Familiar: «Las pretensiones sobre Violencia 
Familiar se tramitan como Proceso Único, conforme a las disposiciones 

6 Ley 26260, Ley de Protección frente a la Violencia Familiar. Capítulo primero, «De la 
intervención de la Policía Nacional», artículo 10.

7. Este señala: «Artículo 18.- Corresponde el conocimiento de los procesos al Juez Especia-
lizado de Familia del lugar donde domicilia la víctima o del lugar de la agresión, indistin-
tamente».
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del Código de los Niños y Adolescentes. Es improcedente el abandono 
en los procesos de violencia familiar».

La resolución judicial que pone fin al proceso determina si ha 
existido o no violencia contra la mujer y establece medidas de protec-
ción a favor de la víctima, así como el tratamiento que deben recibir 
tanto ella como su familia y el agresor, reparaciones económicas y/o el 
establecimiento de una pensión de alimentos.

Juzgado penal

En caso de que las lesiones ocasionadas por el hecho de violencia su-
peren los 11 días de descanso médico legal, el proceso es considerado 
un delito y pasa al juzgado penal. De este modo, corresponde al juez 
dictar las medidas cautelares —que prevengan el escape o el robo de 
activos por parte del imputado—, así como, según la naturaleza o 
gravedad de los hechos, proponer la detención del agresor. Además, 
durante todo el proceso el juzgado deberá proveer las medidas de pro-
tección correspondientes para la víctima.

Juzgado de paz

De acuerdo con el texto único ordenado (TUO) de la Ley 26260, el 
juzgado de paz solo debería actuar como reemplazo del juzgado de fa-
milia y el juzgado penal: «Excepcionalmente y cuando la carga procesal 
o la realidad del distrito lo justifiquen, el Poder Judicial o el Ministerio 
Público, a través de sus órganos de gobierno, podrá asignar competen-
cia para conocer las demandas que se plantean al amparo de lo dispues-
to sobre la ley de violencia familiar, a los juzgados de paz letrados».8 Así, 

8 Ley 26260, Ley de Protección frente a la Violencia Familiar. Disposiciones finales: primera.
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los juzgados de paz letrados solo tendrán jurisdicción en los casos en 
que no se tenga acceso a juzgados especializados de familia.

d. Los Centros de Emergencia Mujer (CEM)

De acuerdo con los lineamientos del MIMP, los CEM son los órga-
nos operativos del Programa Nacional Contra la Violencia Familiar y 
Sexual. Realizan las tres funciones claves de la estrategia de interven-
ción: atención psicológica, social y legal a las víctimas; campañas y 
acciones de prevención de la violencia; y producción de información.

En lo que corresponde a la atención, la idea original que orientó 
el modelo CEM fue la de un servicio multisectorial donde converjan 
físicamente todas las instancias que debe recorrer una persona afecta-
da por violencia contra la mujer y/o sexual —comisaría, fiscalía y mé-
dico legista—, a fin de reducir el tiempo para formular su denuncia y 
hacer el seguimiento del proceso (Ministerio de la Mujer y Desarrollo 
Social 2007). En la actualidad este modelo de convergencia multi-
sectorial se aplica solo en algunos CEM, puesto que no siempre se 
cuenta con la disponibilidad y apoyo de otros sectores. De este modo, 
los CEM constituyen una ruta paralela de denuncia, que implica un 
acompañamiento durante todo el proceso y concluye en el juzgado 
correspondiente.

e. La Defensoría Municipal del Niño y del Adolescente (Demuna)

El artículo 42 de la Ley 27337, Código de los Niños y Adolescentes, 
define a la Defensoría del Niño y del Adolescente como «un servicio 
del Sistema de Atención Integral que funciona en los gobiernos loca-
les, en las instituciones públicas y privadas y en organizaciones de la 
sociedad civil, cuya finalidad es promover y proteger los derechos que 
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la legislación reconoce a los niños y adolescentes. Este servicio es de 
carácter gratuito».

Sus funciones específicas son las siguientes: a) conocer la situa-
ción de los niños y adolescentes, b) intervenir cuando ellos se encuen-
tren amenazados o vulnerados, d) promover el fortalecimiento de los 
lazos familiares —para ello puede efectuar conciliaciones extrajudi-
ciales entre cónyuges, padres y familiares sobre alimentos, tenencia y 
régimen de visitas, siempre que no existan procesos judiciales sobre 
estas materias—, e) denunciar ante las autoridades competentes las 
faltas y delitos cometidos en agravio de los niños y adolescentes, entre 
otras.9 En muchas localidades, esta institución es reconocida como 
un punto de referencia legal frente a distintos conflictos familiares. 
En situaciones en que se entera directa o indirectamente de casos de 
violencia contra la mujer, la Demuna los deriva a la institución corres-
pondiente, ya sea al CEM —si existe una oficina en la localidad— o 
a la comisaría.

En el gráfico 1 se observa la ruta de denuncia descrita.
 

9 Ley 27337, Código del Niño y el Adolescente, artículo 45.
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Gráfico 1
Ruta de denuncia legal ante un caso de violencia contra la mujer

Elaboración propia.

Finalmente, es necesario abordar los principales planes naciona-
les frente a la violencia contra la mujer, que constituyen los ejes de las 
políticas nacionales frente a este tema. Estos son el Plan Nacional de 
Igualdad de Género 2012-2017 y el Plan Nacional contra la Violencia 
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contra la Mujer 2009-2015. Los objetivos de estos planes se concretan 
principalmente en el Programa Nacional contra la Violencia Familiar 
y Sexual, que establece servicios como los CEM para la atención in-
tegral a las víctimas, así como los servicios de orientación Línea 100 
y Chat 100. 

Sin embargo, de acuerdo con diversos informes de supervisión rea-
lizados por la Defensoría del Pueblo (2009a y 2009b), estas políticas 
están lejos de cumplirse adecuadamente. Así, en un reporte realizado en 
el 2008 la Defensoría señala que solo ocho gobiernos regionales asigna-
ban presupuesto a medidas para la reducción de la violencia de género. 

Recientemente, en el 2013, a dos años de la culminación del Plan 
Nacional contra la Violencia contra la Mujer 2009-2015, la Defen-
soría del Pueblo presentó una evaluación comprehensiva que revela 
que pocos de sus objetivos se han cumplido (Defensoría del Pueblo 
2013). Entre estos se encuentran la construcción de casas de refugio, 
la intervención en el currículo escolar nacional y la capacitación a ope-
radores de las instituciones de protección. Asimismo, la Defensoría 
halló que no se cuenta con una base de datos unificada sobre los casos 
de violencia contra la mujer, y que las acciones llevadas a cabo por los 
gobiernos regionales sobre el tema suelen ser aisladas y no guardan 
vinculación directa con los objetivos del plan. Parte de este problema 
proviene de deficiencias presupuestales, ya que salvo el Ministerio de 
la Mujer, ningún sector ha asignado más del 3% de su presupuesto a 
la implementación de este instrumento.

1.3. Estudios hechos en el Perú

Un informe realizado por Almerás y Calderón (2012) para la Comi-
sión Económica para América Latina y el Caribe (Cepal) identifica 
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una serie de problemas en la ruta de denuncia en el caso peruano. En 
primer lugar, si la víctima ha sufrido lesiones graves —más de 11 días 
de incapacidad médico-legal— se considera que se ha cometido un 
delito, y se deben realizar dos procesos —uno por violencia familiar y 
un proceso penal—, lo cual incrementa los costos de tiempo y dinero 
de realizar una denuncia. En segundo lugar, a pesar de que formal-
mente está prohibida la conciliación, muchos operadores de justicia la 
siguen aplicando. En tercer lugar, la excesiva burocracia e ineficiencia 
de los procesos lentifica la ruta de denuncia y desincentiva a las usua-
rias del sistema. En cuarto lugar, muchas veces los jueces y fiscales no 
emiten medidas de protección, o la Policía no las hace cumplir. Por 
último, tanto en procesos penales como en procesos de familia, las 
sanciones suelen ser simbólicas; y las reparaciones, poco significativas.

Otros estudios han analizado directamente el funcionamiento de 
las mencionadas instituciones. Una investigación realizada por GRADE 
(2012) sobre la base de datos de la tercera ronda del proyecto Niños 
del Milenio10 analiza el rol y el funcionamiento de la Demuna. En este 
estudio, se recogieron datos y características de los niños o familiares 
que acudieron alguna vez a esta institución. Se halló que solo el 24% 
de los niños expuestos a maltrato infantil en el hogar o la escuela acu-
dieron a la Demuna en busca de ayuda. Asimismo, se identificaron 
problemas en el acceso a información sobre esta institución. Del total 
de encuestados, el 19% respondió que no habían escuchado hablar de 
la Demuna. Asimismo, de los que sí la conocían, el 15% respondió 
que no existía ese servicio en su distrito. Sobre este tema, otros estu-
dios han hallado que el presupuesto, los logros y las actividades de la 

10 Niños del Milenio, conocido internacionalmente como Young Lives, brinda esa informa-
ción a los Estados y a la sociedad civil para propiciar el diseño y la implementación de 
políticas públicas y prácticas que contribuyan a reducir la pobreza infantil. Para mayor 
información, ingresar a http://www.ninosdelmilenio.org/.  
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Demuna dependen mucho de la voluntad política y la importancia 
que le atribuye a esta institución la alcaldía a cargo de cada localidad, 
lo cual hace que su desempeño sea heterogéneo y difícil de evaluar 
(Boza 2012). 

Asimismo, Estudio para la Defensa de los Derechos de la Mu-
jer (Demus) ha realizado una serie de investigaciones de vigilancia 
ciudadana sobre las instituciones estatales que enfrentan la violencia 
contra la mujer (Demus 2009, 2012, 2013). En estos estudios, lle-
vados a cabo en distintos distritos de Lima, además de en la ciudad 
de Huancavelica, las mujeres voluntarias integrantes de la agrupación 
recogieron información sobre el estado de establecimientos como la 
comisaria, el centro de salud, la fiscalía y el juzgado de la localidad. 
Asimismo, entrevistaron al personal a cargo y a las usuarias de los ser-
vicios, para verificar el cumplimiento de las funciones institucionales. 

En el estudio realizado en Huancavelica (Demus 2011), el repor-
te halló que la mayoría de los servicios contaba con infraestructura 
básica, mas no estaban acondicionados para atender a los usuarios 
con discapacidad. En el caso de la comisaria, una de las limitaciones 
que se identificó fue la falta de espacios privados para atender a las 
víctimas. Asimismo, en todos los servicios se identificó la insuficien-
cia de personal profesional —en particular psicólogos y abogados— 
para atender a las usuarias, y se registró el descontento de ellas por las 
demoras y dificultades en sus procesos. Las percepciones de las entre-
vistadas —tanto de la comisaria como de la fiscalía y el centro de sa-
lud— referían que estas instituciones «no solucionan sus problemas». 

Por último, la Defensoría del Pueblo elaboró una serie de informes 
defensoriales sobre el funcionamiento de los servicios de protección y 
los CEM a nivel nacional (Defensoría del Pueblo 2005 y 2009a). El 
primer estudio, realizado en el 2005, constó de entrevistas a represen-
tantes de comisarías y juzgados de paz letrados en los departamentos 
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del Cusco, Lambayeque, Lima, Loreto y Junín.11 En las comisarías, 
hallaron que en muchos casos no se registraba la denuncia de la víctima 
hasta después de la evaluación médico-legal.12 Asimismo, la investiga-
ción preliminar que hacía esta institución se dilataba por dos razones: 
en primer lugar, por las demoras del Instituto Médico Legal para reali-
zar el peritaje; y en segundo lugar, por la tardanza en tomar las manifes-
taciones de los agresores. De manera recurrente, los policías realizaban 
preguntas prejuiciosas ante los hechos denunciados, tal como los moti-
vos que originaron la agresión y si fue culpa de la agredida. 

En cuanto a los jueces de paz letrados, muchos rechazaban abrir 
los expedientes de violencia contra la mujer con el argumento de 
evitar la duplicación de funciones —por haber un proceso tutelar y 
un proceso penal—, porque consideraban que no era su competen-
cia atender casos de violencia psicológica, y por la mínima lesividad 
del acto. Asimismo, en muchos casos aprobaron la conciliación entre 
las partes, permitieron el desistimiento de la víctima y otorgaron una 
prescripción de seis meses.13

El segundo estudio se realizó en el 2009, en los CEM a nivel 
nacional. Se halló que de 73 CEM, tan sólo uno —que se encontraba 
en Lima— ofrecía todos los servicios necesarios para la atención de 
las usuarias. Asimismo, la mayor parte de las víctimas entrevistadas 
no había recibido ninguna visita domiciliaria. Adicionalmente, se ha-
llaron problemas en la transferencia de funciones hacia los gobiernos 
locales durante la descentralización, dado que no se brindó las capaci-
taciones adecuadas ni se estandarizó el modelo de atención.

11 Se entrevistó a 35 miembros de la Policía Nacional y 89 jueces de paz letrados encargados 
de recibir denuncias por violencia familiar.

12 De acuerdo con el TUO de la Ley 26260, Ley de Protección Frente a la Violencia Fami-
liar, el registro de la denuncia precede a cualquier acto de investigación preliminar.

13 De acuerdo con el TUO de la Ley 26260, Ley de Protección Frente a la Violencia Fa-
miliar, estos casos no son conciliables, y aplica una prescripción extraordinaria de nueve 
meses.
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Debido a estas deficiencias, el proceso de denuncia es complejo 
y las acciones preventivas son escasas. Del mismo modo, según la En-
cuesta Demográfica y de Salud Familiar (Endes) del 2012, la comisaría 
sigue atrayendo la mayoría de las denuncias (75%), en lugar de los 
centros especializados en el tema, como el CEM. Además, el acceso a 
las instituciones de protección es diferenciado entre regiones. Así, en 
el 2010 se recogieron 100 800 denuncias de violencia contra la mujer 
en las comisarías a nivel nacional, de las cuales el 41,5% provenía de 
Lima; el 4,0%, de Cusco; el 2,6%, de Lambayeque; y el 4,0%, de Piu-
ra, regiones en las que se enmarca el presente estudio (Policia Nacional 
del Perú, 2011). La Endes 2012 cuenta con un módulo especializado 
sobre búsqueda de ayuda frente al maltrato, el cual mostró que de las 
mujeres agredidas, el 41,5% buscó ayuda en personas cercanas, mien-
tras que solo el 27,3% recurrió a alguna institución. Cabe remarcar 
que en comparación con el 2009, esta última cifra aumentó en 11,2%. 

En cuanto a las razones para no buscar ayuda, el 38,5% de las víc-
timas sostuvieron que «no era necesario»; el 17,1% no buscaron auxi-
lio porque sintieron «vergüenza»; el 13%, porque «no sabían a dónde 
ir»; y el 10,3%, por «miedo a que le peguen nuevamente a ella o a sus 
hijos». Estos datos indican que el número de denuncias está lejos de 
reflejar la problemática real. El MIMP ha realizado estudios cualita-
tivos sobre las causas que desincentivan las denuncias (Bardales 2004 
y Bardales 2012). Entre estas, hallaron el miedo a las represalias por 
parte de su agresor, la inexistencia de soportes efectivos e instituciones 
de apoyo cercanas en la zona, y la percepción —basada en experiencias 
negativas anteriores— de que las autoridades e instituciones no son 
capaces de detener los hechos de violencia (Bardales 2004).





2. METODOLOGÍA DEL ESTUDIO

2.1. Participantes

Para las entrevistas en profundidad, se seleccionaron distintos tipos 
de informantes con la finalidad de obtener una mejor aproximación 
sobre la situación de la violencia de género y el funcionamiento de las 
instituciones de protección. 

En primer lugar, se entrevistó a madres de familia de cada co-
munidad. Los criterios para seleccionarlas fueron dos: a) que tuvieran 
hijos de edades entre la niñez y la adolescencia (hasta 18 años) y b) 
que tuvieran una pareja en el momento del estudio o la hubieran 
tenido en años recientes, indistintamente de si convivían o estaban 
casados. Estos criterios fueron significativos, dado que se buscaba ex-
plorar las dinámicas familiares, las responsabilidades en el hogar y en 
el cuidado de los hijos, y las experiencias de violencia que hubieran 
sufrido estas mujeres. A pesar de que inicialmente categorizamos a las 
mujeres de nuestra muestra por su nivel educativo y lengua materna, 
durante el análisis hallamos que estos factores no generaban ninguna 
variación en los resultados, por lo cual no los consideramos como 
variables. 

En segundo lugar, se entrevistó a actores que tuvieran una alta 
influencia en la comunidad y contacto continuo y directo con las fa-
milias, y en particular con las mujeres de la zona. Estos actores fueron 
docentes de primaria y secundaria, autoridades comunales, líderes de 
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organizaciones sociales y trabajadores de centros de salud. Estos tres 
últimos se catalogan como informantes clave. 

En tercer lugar, se entrevistó a autoridades de protección frente 
a la violencia de cada comunidad, entre ellos representantes de las co-
misarías, fiscalías, juzgados de paz y Demuna. Estos actores otorgaron 
información de primera mano sobre el funcionamiento de la ruta de 
denuncia legal, así como acerca de las trabas y limitaciones que existen 
en sus localidades para llevar a cabo este proceso. Asimismo, sus tes-
timonios fueron importantes para marcar la distancia entre el marco 
normativo formal y las condiciones específicas de las comunidades 
rurales. 

Una discusión que debemos abordar es por qué no hemos in-
cluido a hombres, padres de familia, en nuestro estudio. Mucho se 
ha escrito sobre la importancia de incluir a los hombres en los estu-
dios e intervenciones referidos a la violencia de género.14 Sin embargo, 
en este estudio en particular, buscábamos profundizar en la relación 
Estado-sociedad frente a esta problemática, más que en la génesis y 
naturaleza de la violencia de pareja. En efecto, la primera parte de 
nuestros resultados con relación a la violencia familiar en las comuni-
dades de estudio es de carácter descriptivo, mientras que la segunda 
parte, que aborda los sistemas formal e informal de denuncia contra 
la violencia, es de naturaleza analítica. Por ello, con fines de acotar el 
estudio a nuestros objetivos, nos limitamos a entrevistar a los actores 
previamente descritos. En la tabla 1 se resume el número total de la 
muestra por actor y para cada comunidad.

14 Véase, por ejemplo, UNFPA (2009).
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Tabla 1
Número total de informantes en las comunidades

de estudio según tipo de informante

Comunidad Madres               Docentes  Informantes  Autoridades Total 

  Primaria Secundaria clave de

     protección   

Rural altoandina 13 2 5 4 2 26
Rural altoandina  13 3 2 3 2 23
Rural costeña Piura 10 2 3 3 4 22
Rural costeña Lambayeque 10 2 3 3 7 25

Total 46 9 13 13 15 96

2.2. Herramientas de recojo de información

La información fue recogida principalmente mediante entrevistas en 
profundidad semiestructuradas. Se construyeron diferentes guías de 
entrevista según el tipo de participante. En todos los casos, las guías 
de entrevista cubrieron cinco ejes temáticos: a) datos generales del en-
trevistado, origen y migración; b) violencia en el hogar; c) violencia en 
la comunidad; d) difusión y acceso a derechos, y e) funcionamiento de 
las instituciones de protección. La aproximación y tipo de preguntas 
para cada eje temático variaron según las características del informan-
te. Secundariamente, se utilizaron diarios de campo para capturar las 
observaciones relevantes a las temáticas del estudio. 

En el caso de las comunidades rurales andinas, la información se 
recogió, asimismo, en fichas de registro de denuncias sobre la violencia 
contra la mujer. En estas fichas se anotó información básica sobre las 
denuncias de violencia contra la mujer registradas en algunas institu-
ciones públicas de protección formales —comisaria, fiscalía y juzgado 
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de paz— e informales —teniente gobernador y rondas campesinas—. 
La información recopilada consistió en datos básicos de la institución 
de protección, características de la situación de violencia denunciada, 
principales agresores y agredidos, procedimientos seguidos por la ins-
titución de protección y estado de la denuncia.

2.3. Procedimiento

El trabajo de campo estuvo dividido en dos momentos. El primero fue 
entre febrero y marzo del 2013 y consistió en el recojo de informa-
ción en las comunidades rurales costeñas de Piura y Lambayeque. El 
segundo momento se desarrolló entre octubre y noviembre del mismo 
año, y consistió en el recojo de información en las comunidades rura-
les altoandinas del Cusco. El equipo supervisor del trabajo de campo, 
compuesto por investigadores de GRADE, fue el mismo para ambos 
estudios. Por otro lado, para una parte del recojo de información se 
contrató a trabajadores de campo con experiencia relevante en las zo-
nas de estudio.

En ambos momentos, el primer paso fue establecer contacto con 
las principales autoridades y líderes locales de la comunidad, con el 
propósito de explicar el motivo de la investigación y pedir su colabo-
ración para facilitar el contacto con los pobladores. Luego, se llevaron 
a cabo las entrevistas con los informantes que aceptaron participar.

Para el proceso de revisión y análisis, primero se sistematizó la 
información obtenida —transcripciones de las entrevistas en profun-
didad y diarios de campo— y se digitaron las fichas de registro. El aná-
lisis se llevó a cabo por medio de la técnica de análisis de contenido, la 
cual sintetiza el discurso de los participantes en categorías, con el fin 
de darle un orden y secuencia lógica a la información (Vieytes 2004). 
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Dichas categorías contienen conceptos e ideas afines, diferentes de 
aquellas que conforman otras categorías (Hernández, Fernández-
Collado y Baptista 2006). Sobre esta base, se realizó la codificación 
respectiva, empleando el programa de análisis cualitativo Atlas Ti. 
Así, esta técnica permitió contar con una descripción profunda de lo 
que significan estas categorías, basada en lo reportado por los propios 
miembros de la comunidad. 

2.4. Consideraciones éticas

Cabe resaltar que durante todo el proceso de recojo de información se 
respetaron las consideraciones éticas, pues se utilizó el consentimien-
to informado expresado de manera oral, en el que se detallaban los 
objetivos y ventajas del presente estudio, así como el hecho de que la 
participación era voluntaria, confidencial y anónima. 

Tomando en consideración la naturaleza sensible y delicada de 
los estudios sobre violencia, las entrevistas con mujeres siguieron los 
parámetros éticos de confidencialidad, privacidad, respeto, anonimato 
y protección de la entrevistada. Los miembros del equipo de campo 
fueron cuidadosamente seleccionados y todos tenían conocimiento de 
la dimensión legal, social y psicológica de la problemática. Se aplicó 
la herramienta de consentimiento informado a cada entrevistada, y el 
instrumento usado para el recojo de la información buscó reducir la 
revictimización o victimización secundaria de la víctima.15

15 Si se desea más información acerca de este tema, véase Bardales (2012).





 3. RESULTADOS

A continuación presentamos dos estudios de caso en los que evalua-
mos el funcionamiento de las instituciones de protección frente a la 
violencia en cuatro comunidades rurales: dos comunidades en la costa 
norte y dos comunidades andinas en el Cusco.

3.1. Estudio de caso 1: las comunidades altoandinas del Cusco

3.1.1. Descripción de la problemática de violencia en la zona

La información recogida durante el trabajo de campo indica que en 
ambas comunidades la violencia contra la mujer es una práctica fre-
cuente, que está normalizada e integrada a la cotidianidad. 

En primer lugar, hallamos que la forma más explícita en que se 
manifiesta la violencia es mediante agresiones físicas y verbales. Re-
cogimos testimonios y narraciones de experiencias específicas de las 
entrevistadas, así como de los casos atendidos por las autoridades de 
protección. En cuanto a las agresiones físicas, estas consisten mayor-
mente en golpes en el cuerpo —puñetes, patadas, empujones, jalo-
nes y cachetadas—, aunque también se encontraron casos más gra-
ves, como apuñalamientos y quemaduras con aceite. Por otro lado, la 
violencia psicológica se expresa en gritos e insultos, humillación de la 
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pareja, y casos en que el hombre expulsa de la casa tanto a su pareja 
como a los hijos.

 
Hay una señora que justamente el año pasado hemos recibido. 
[…] Tenía tres niños, pero la señora tiras, lo que es tiras reventa-
do la cara. Tres, cuatro de estos [moretones] en la cabeza estaba 
reventado.

Líder de la comunidad

Sí, acá ha habido bastantes casos. Un hombre, por ejemplo, le ha 
echado a su esposa —no sé, por celos, por qué sería—, median-
te la radio nos hemos enterado, aceite quemado, aceite caliente. 
Otros las gritonean horrible, las golpean duro, a puñetes.

Madre de familia

[…] La señora llegó todo ensangrentado, todo su cuerpo golpea-
do. Muchas veces le han metido… hasta cuchillo.

Autoridad de protección

El origen y los motivos subyacentes de esta situación constituyen 
un asunto complejo y multidimensional. Sin embargo, hallamos que 
un tema común en las distintas manifestaciones de violencia era la 
disparidad en las relaciones de poder entre hombres y mujeres, tanto 
dentro del hogar como en el espacio público de la comunidad. De este 
modo, al analizar las responsabilidades dentro y fuera del hogar, vimos 
que los hombres sobre todo realizan actividades económicas remune-
radas fuera del hogar —son peones agrícolas, mineros o comercian-
tes—, mientras que las mujeres asumen completamente la crianza de 
los hijos, las labores domésticas y las actividades agropecuarias meno-
res, como el pasteo de los animales, la siembra, el riego, etcétera. Sin 
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embargo, en las semanas de trabajo más intenso de siembra y cosecha, 
toda la familia se dedica a la actividad agrícola, incluyendo a niños y 
familiares de la tercera edad. 

Un dato importante es que debido a que en esta provincia la mine-
ría está muy desarrollada, un gran número de hombres de la comunidad 
pasan largas temporadas en zonas mineras cercanas, trabajando como 
peones asalariados en campañas de producción anuales. De este modo, 
se ausentan del hogar por temporadas de tres a nueve meses, y vuelven 
periódicamente a la comunidad para entregar dinero a sus familias.

Hay, así, separaciones de familia, porque yo acá converso con los 
chicos, con los jóvenes, y se ven muchos casos que hay hijos que 
viven solos. Papá se va a trabajar así a la mina, mayormente se van 
hacia la mina, ¿no?, porque consiguen trabajo allí; la mamá se 
queda aquí cuidando a los hijos, o peor, la mamá también trabaja 
vendiendo, los hijos solos en el colegio. A veces se van al campo 
y los chicos viven de lunes a viernes solos así.

Docente de secundaria

Del mismo modo, durante el trabajo de campo se observó una 
réplica de este patrón en la crianza de los niños y adolescentes. Mien-
tras que las niñas se quedaban en el hogar ayudando en las labores 
domésticas, los niños apoyaban en el pastoreo de los animales o en la 
siembra y cosecha en las estancias. 

Esta división de tareas implica también que el rol de la mujer 
está más asociado al ámbito doméstico, mientras el hombre concentra 
la mayor parte del poder económico de la familia. Esto se traduce en 
una normatividad social en cuanto al rol de la mujer, que es asumida 
por los distintos actores de la comunidad. La idea predominante y 
más extendida es que la mujer debe restringir su actividad al espacio 
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privado, y cumplir con las funciones domésticas y el cuidado de los 
hijos a satisfacción de su pareja. Así, en el hogar, los hombres son los 
principales encargados de supervisar el buen cumplimiento de estas 
funciones y, como señalan los entrevistados, «poner orden en sus ho-
gares». La violencia estalla en situaciones en las que se considera que 
las mujeres han infringido esta norma de algún modo y por tanto han 
desafiado el orden impuesto.

De acuerdo con las narraciones de las entrevistadas, las agresiones 
se producen si ellas no cocinan, limpian o supervisan a los hijos «ade-
cuadamente», por ejemplo, no tienen la comida lista cuando su pareja 
llega o no corrigen conductas inadecuadas de los hijos. 

Entrevistada: «¡Carajo, deberías hacer rápido, levantarte rápido!», 
diciendo. «¿Cómo puedo hacer si me han hecho cesárea», le digo.
Entrevistador: ¿Te ha pegado alguna vez delante de tus hijos?
Entrevistada: Solo una vez delante de mis hijos […] cuando di 
parto, como no di bien, me han hecho cesárea. Entonces yo no 
podía levantarme bien. Por eso, «Deberías levantarte carajo, ha-
cer tus cosas. Mujer vaga», me ha dicho. Molesto nomás ya estaba 
y me pegó.

Madre de familia

Otros casos de violencia se producen en situaciones en que las 
mujeres reclaman algún nivel de autonomía, ya sea económica —que-
rer controlar o administrar parte de los ingresos familiares— o social 
—salir sola a visitar a familiares/amigas, tardar mucho en el mercado, 
ir a la plaza, entre otros—. La expresión más clara de esto es cuando 
las mujeres reclaman a sus parejas sobre el uso de los ingresos familia-
res, por ejemplo, por gastar en bebidas alcohólicas dinero destinado a 
las compras del hogar. 
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Finalmente, otra manifestación del problema son los celos infun-
dados y la desconfianza que tienen los hombres respecto a sus parejas. 
Este fue un tema mencionado por muchos informantes clave y auto-
ridades de protección, y se asocia con la presencia de las mujeres en el 
espacio público.

Asimismo, de acuerdo con la información recogida durante el 
trabajo de campo, hallamos muestras de una transmisión intergene-
racional de la violencia de género. Así, se encontró que varias mujeres 
que reportaron ser agredidas por sus parejas en la actualidad contaron 
que en el pasado habían presenciado situaciones de violencia contra 
sus madres. Esto corresponde con lo descrito en la literatura por Ribe-
ro y Sánchez (2005), Benavides y León (2013) y Mora Ruiz (2013), 
quienes sostienen que provenir de un hogar violento incrementa las 
probabilidades de experimentar violencia de pareja en la vida adulta.

Entrevistador: ¿Y tu papá con tu mamá cómo vivían?
Entrevistada: Mi papá solía pegarle mucho a mi madre y también 
le insultaba.
Entrevistador: ¿Y de qué cosas le pegaba a tu mamá?
Entrevistada: Mi papá era infiel, por eso de la nada le pegaba duro 
con patadas y puñetes a mi mamá.

Madre de familia

[…] Le pegan duro, les dan. ¡Ay, Dios, cómo le pegaba a mi mamá! 
Con decirte que el zapato de acá se abría. Le daba duro a su mujer. 
Es que también era exquisita.

Madre de familia

Estas formas de violencia contra la mujer que se producían en el pa-
sado al interior del hogar guardan correspondencia, en la gran mayoría 
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de los casos, con lo que sucede actualmente en las familias que formaron 
parte de este estudio. Esta transmisión de la violencia intergeneracional 
en las relaciones de pareja es un tema que fue abordado explícitamente 
por algunos entrevistados. 

El ciclo vicioso de la violencia, ese círculo vicioso que parece que 
no va a acabar porque en casa yo veo, como hijo, que mi papá le 
pega a mi mamá, y yo crezco con esa mentalidad que es normal 
golpear a la mujer, entonces lo mismo hago yo como joven. Por-
que veo muchas parejas jóvenes que pegan a sus esposas y a sus 
convivientes, y los pobres vieron cómo rajaban a sus mamás.

Autoridad de protección

La lectura que tiene la comunidad acerca de esta situación es 
que la violencia es una conducta normal, e incluso «necesaria», de 
la dinámica de pareja, y que no representa un problema social serio. 
Más allá de eso, se suele volcar en la mujer y en sus «limitaciones» 
para cumplir el rol impuesto —al desatender las labores domésticas o 
reclamar autonomía económica— la culpa de generar los conflictos y 
las agresiones. 

Por otra parte, los entrevistados perciben que la violencia contra 
la mujer ha disminuido considerablemente con el paso del tiempo y 
que tanto el consumo de alcohol como la severidad de las agresiones 
físicas ya no se producen en el mismo nivel en el que sucedían en ge-
neraciones pasadas.

Finalmente, hay dos temas adicionales relacionados con la vio-
lencia contra la mujer: el consumo de alcohol y las celebraciones co-
munales. En ambas comunidades, el principal «detonante» de la vio-
lencia contra la mujer es el consumo excesivo de alcohol por parte 
de los hombres. Según el testimonio de diferentes familias y actores 
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entrevistados, la mayoría de situaciones de agresión física se producen 
cuando el hombre llega en estado de ebriedad y discute con su pareja. 
Esto es aún más frecuente en un contexto de festividad comunal, en el 
cual todos los miembros de la comunidad consumen licor en distinta 
medida. Este último dato se constató durante las observaciones de 
campo, pues se presenció casos de agresiones físicas contra mujeres 
durante la celebración de una festividad. Uno de ellos consistió en 
que un hombre agredió severamente a una mujer en el espacio públi-
co —la golpeó con una botella y le sacó sangre de la nariz— mientras 
ambos —o quizá solo él— estaban en excesivo estado de ebriedad.

Hay otros también, así que cuando está borracho, también padre 
y madre se pelean o los chiquitos también dicen: «A mi mamá 
le está pegando mi papá». […] Varios también hay en los santos, 
en Navidad, en las fiestas del Takanakuy toman trago. Entonces, 
siempre hay.

Informante clave

De este modo, la información recogida en el estudio señala que 
hay una fuerte presencia de violencia de género en las comunidades 
andinas de estudio, la cual se manifiesta principalmente en violencia 
física y psicológica, que detona cuando los hombres consumen alco-
hol, y está asentada y justificada en roles de género cerrados y discri-
minatorios hacia las mujeres. Esta violencia se valida y se reproduce 
intergeneracionalmente, lo cual la refuerza y hace que se integre en 
la normatividad comunal. Esta situación conduce a preguntarse qué 
posibilidades de denuncia tienen las mujeres víctimas de violencia en 
estas comunidades.
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3.1.2. El funcionamiento y las limitaciones del sistema de protección 
en la ruta de denuncia frente a la violencia de género en las 
comunidades altoandinas del Cusco

En el siguiente apartado, se presentan las limitaciones asociadas al 
sistema de protección frente a la violencia familiar. Estas son de dos 
tipos: limitaciones asociadas a las instituciones públicas que compo-
nen el sistema de protección y limitaciones desde las víctimas de la 
violencia.

Limitaciones asociadas al sistema de protección

a. La comisaría

Tal como se señaló previamente, la comisaría es la principal encar-
gada de recibir las denuncias por violencia contra la mujer. Cuando 
se recibe una denuncia, se debe abrir el expediente del caso, tomar la 
declaración de la víctima, recolectar la evidencia necesaria, notificar 
al imputado, tomar la declaración del imputado y pasar el expediente 
al Ministerio Público. Durante el trabajo de campo, recogimos infor-
mación sobre la comisaría en cuya jurisdicción están las comunidades 
de estudio. 

Una limitación inicial es la referida a la recolección de evidencia 
en esta institución, la cual debería demorar unos 15 días; sin embargo, 
suele prolongarse hasta tres o seis meses, y en el peor de los casos no 
se concluye. 

La prolongación se suele deber a tres situaciones. La primera es 
la demora de los exámenes médicos por los que debe pasar la persona 
agredida. El médico legal asignado para reconocer las lesiones produc-
to de la violencia contra la mujer solo revisa aquellas que son visibles 
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(por ejemplo, hematomas). En caso de fracturas o lesiones internas, 
deriva a las usuarias a otros centros médicos fuera del distrito, lo cual 
implica mayores costos económicos y de tiempo. 

La segunda situación es la demora para notificar y citar a los agre-
sores. Debido a que la comisaría no cuenta con suficientes efectivos y 
vehículos de transporte para enviar notificaciones a las comunidades 
campesinas, los policías deben utilizar transporte público o solicitar a 
las víctimas que ellas mismas entreguen las notificaciones a su agresor. 
Esto suele tomar más tiempo del esperado y, en algunos casos, no se 
llega a concluir pues, por ejemplo, las víctimas prefieren no entregar 
las notificaciones, para evitar el encuentro con el agresor. 

La tercera situación que dilata el proceso de recolección de evi-
dencia es el tiempo que demora el agresor en dar sus declaraciones. 
Así, este no suele asistir y es necesario enviarle repetidas notificaciones. 

Es eso, es la cantidad a veces de trabajo, es a veces también el 
proceso, ¿no?, porque tienes que notificar, tienes que hacer cosas, 
y a veces las notificaciones no son en la ciudad, a veces son en las 
comunidades y a veces eso demora […] es un tema de presupues-
to, porque ¿quién nos da el pasaje a nosotros para ir? 

Autoridad de protección 

Esta información guarda correspondencia con los datos obtenidos 
en los registros de denuncia que se recogieron en la comisaría: solo en 8 
de los 20 casos denunciados se logró tomar la declaración del agresor.16 
Además, en 10 de los 20 casos se tomaron acciones para contactar con 
los agresores y seguir con el procedimiento de denuncia, mientras que 

16 En un caso se entregó la notificación, y en otro se notificó y se registró en el acta que el 
agresor se resistió a ir a declarar.
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en el resto no se realizaron estas acciones. Un dato importante es que 
solo 9 de los 20 casos fueron clasificados como «resueltos» o transmiti-
dos a alguna instancia superior (fiscalía o juzgado).

b. La fiscalía y el juzgado

En cuanto a la fiscalía, su principal limitación gira en torno a la aper-
tura de los casos. Así, algunas autoridades de protección entrevistadas 
mencionaron que esta institución suele dilatar o dificultar este proceso 
cuando se presentan denuncias por violencia contra la mujer. Esto se 
debe, según sus narraciones, a que en esta institución se considera que, 
tarde o temprano, las denunciantes «se amistarán con sus parejas luego 
de hacer la denuncia».

Otros informantes clave agregaron que la fiscalía intenta desin-
centivar a las víctimas que quieren separarse de sus parejas, debido a 
que considera que el fin es «preservar a la familia como célula prin-
cipal de la sociedad». El representante de esta institución sostuvo un 
argumento similar al explicar que recurre a otras medidas de protec-
ción que no impliquen retirar a la pareja agresora del hogar, pues lo 
importante es preservar la unidad de la familia.

Una vez que tú los separas por seis meses o un mes ellos conside-
ran que ya los hemos desvinculado de sus familias y que ellos ya 
no tienen ningún tipo de obligación con ellos. Entonces, hay ve-
ces que solamente tratamos de dictar unas medidas que son más 
o menos accesibles, que les decimos que ya desde el momento 
no venga a coactar su libertad ambulatoria de su pareja o que de 
repente no vaya a agredirla verbalmente o no esté agrediéndola 
físicamente […]. 

Representante de juzgado de paz 
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Por otro lado, la principal limitación en la ruta de denuncia que 
sigue el juzgado es la vinculada a la demora en la entrega de expedien-
tes y notificaciones; muchas veces, las usuarias desisten de seguir el 
proceso de denuncia porque la espera de la audiencia y sentencia se 
prolonga demasiado. 

Finalmente, en el caso de una de las comunidades, algunas veces 
las víctimas acuden al juez de paz letrado de una zona aledaña. Al 
recibir una denuncia, el juez primero notifica al agresor y luego cita a 
ambas partes a una audiencia en la cual se discuten los hechos. Luego, 
establece un acuerdo para detener la violencia, y fija una multa econó-
mica para los casos de incumplimiento. El acuerdo se registra en un 
acta de conciliación que ambas partes firman.

c. El CEM y la Demuna

Por último, las instancias paralelas de denuncia, el CEM y la Demuna, 
también presentan limitaciones para la realización de denuncias. El 
CEM es poco conocido entre las mujeres de las zonas estudiadas y aún 
menos en las comunidades campesinas. Por otra parte, ni el CEM ni 
la Demuna cuentan con todos los servicios centralizados para la aten-
ción de las víctimas, tal como un representante de la comisaría y un 
médico legista. Por su lado, la Demuna se niega a intervenir en casos 
de violencia contra la mujer y los deriva al CEM o a la comisaría, sin 
proveer mayor asistencia a las víctimas.

En el gráfico 2 se presentan las limitaciones descritas para cada 
una de las instituciones de protección mencionadas, tomando en 
cuenta la ruta de denuncia que se debe seguir frente a una situación 
de violencia contra la mujer.
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Gráfico 2
Limitaciones identificadas en la ruta de denuncia de las 

instituciones formales

Elaboración propia.

Asimismo, a partir de las entrevistas con los representantes de dife-
rentes instituciones de protección de esta zona, se identificó que existen 
dos ámbitos centrales en los cuales estas instituciones carecen de meca-
nismos que les permitan establecer una colaboración mutua con el fin 
de atender los casos de violencia contra la mujer que se les reporta.
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El primer nivel de descoordinación es el que se produce al inte-
rior y entre las propias instituciones formales de protección, especí-
ficamente en las acciones que implican prevenir e intervenir en casos 
de violencia contra niños y mujeres. Esto sucede a pesar de que varias 
instituciones públicas y/o de protección formal —comisaría, fisca-
lía, CEM, Demuna, el centro médico, la municipalidad, la Unidad 
de Gestión Educativa Local (UGEL)—, en conjunto con institucio-
nes de protección informales —el teniente gobernador y las rondas 
campesinas— y ONG —Arariwa, el Centro Andino de Educación y 
Promoción (Cadep), Plan Internacional—, forman parte del Comité 
Municipal por los Derechos del Niño y el Adolescente (Comudena). 

El Comudena es una iniciativa de política pública que, justa-
mente, busca lograr acciones coordinadas de prevención, pero, según 
los informantes, estas no se logran debido a las limitaciones de tiempo 
de las autoridades para acudir a las reuniones, así como a la escasez 
de recursos institucionales. Sobre la prevención, algunas autoridades 
señalaron que en la práctica no se logran ejecutar planes de acción 
sistemáticos y estables en el tiempo, sino que, por el contrario, las ini-
ciativas se reducen a acciones esporádicas y aisladas como campañas, 
eventos, charlas, etcétera.

En cuanto a la intervención, específicamente en el proceso de 
denuncia de la violencia contra la mujer se identificó también que el 
diálogo y la comunicación eran insuficientes en algunos aspectos. Un 
ejemplo es que cada institución somete a la denunciante a un inte-
rrogatorio sobre su caso, a pesar de que, según la legislación vigente, 
las denuncias de violencia contra la mujer deberían tramitarse como 
un proceso único desde la comisaría hasta el juzgado, sin necesidad 
de volver a recolectar evidencia.17 En otras palabras, los entrevistados 

17 Ley 26260, Ley de Protección frente a la Violencia Familiar. Capítulo tercero: «De la 
intervención del Juez Especializado en la familia», artículo 20.
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contaron que no se suele compartir la información recopilada en una 
primera institución con las otras a las que se deriva a la agredida. No 
obstante, destacó el hecho de que las autoridades femeninas entrevis-
tadas —comisaría, CEM y fiscalía— manifestaron que sí mantienen 
una coordinación más cercana entre ellas; por ejemplo, recomiendan 
que busquen a personas específicas de cada institución para que las 
ayuden. Esta coordinación se establece más por iniciativas personales 
y relaciones de amistad que por tratarse de mecanismos instituciona-
lizados.

Yo siento que con los que más coordino es con el CEM y con 
la fiscal. Para dar cuenta, ¿no?, de situaciones graves, la llamo al 
celular: «Doctora, esto ha pasado, tenemos un detenido». Ella 
me dice: «Perfecto, haz esto, esto, esto» […] Con el CEM porque 
creo que tenemos el mismo lenguaje, como te digo, de repente 
es por la edad que tenemos, somos amigas con las del CEM […] 
«Tráemela nomás, con confianza, yo le voy a apoyar con esto, 
esto, esto».

Entrevista a policía mujer de la comisaría

Limitaciones asociadas a la víctima de la violencia

A continuación se describen otras limitaciones para denunciar casos 
de violencia contra la mujer y/o maltrato infantil. Estas fueron mani-
festadas por algunas de las potenciales usuarias (madres) e incorpora 
también narraciones de autoridades de protección e informantes cla-
ve. Las limitaciones han sido organizadas alrededor de cuatro catego-
rías: a) costos de transacción de la denuncia, b) dificultades de acceso 
a la información, c) desconfianza en el sistema de protección y d) 
dependencia económica de la pareja.
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Sobre los costos de transacción, los entrevistados narraron que el 
proceso de denuncia requiere una elevada inversión de tiempo —ho-
ras de espera y seguimiento de la denuncia— y de recursos económi-
cos —pago de abogados y oficios legales, transporte— para realizar 
los trámites correspondientes. Estos costos resultan aún más elevados 
para los denunciantes provenientes de comunidades campesinas aleja-
das, quienes se encuentran a mayor distancia geográfica y suelen tener 
menores ingresos económicos. A esto se suma que el acceso a medios 
de comunicación de estos pobladores es más limitado que en otras 
zonas, lo que dificulta que se informen sobre las instituciones de pro-
tección a las que podrían recurrir y los procesos que podrían seguir.

Lamentablemente, los procesos necesitan dinero y tiempo. Hay 
que ir a buscar a un abogado, hay que ver en qué está el proce-
so, dicen que es tedioso; hay que estar despreocupándonos del 
trabajo para estar detrás de esto. […] Igual dice la mujer: «¿Para 
qué denuncio? Si voy a poner la denuncia, ya me llamarán de acá 
a tres o cuatro meses, cuando ya se arregló el problema con mi 
marido. Entonces ¿de qué sirve que yo ponga denuncia?».

Representante de Salud

En el caso de la violencia entre parejas, el factor más importante 
que impide la denuncia es la dependencia económica y emocional 
que mantienen las mujeres respecto a sus parejas. Varios entrevistados 
relataron que las mujeres de las comunidades de estudio temen ser 
abandonadas y, por tanto, dejar de contar con los medios económicos 
para sostener a sus hijos. A esto se suma que algunas se sienten inca-
paces de salir adelante y continuar sin su pareja. Específicamente en 
una de las comunidades, varios de los entrevistados sostuvieron que 
era mal visto que una mujer deje a su pareja y viva sola, y que esto la 
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hacía más vulnerable a ser víctima de alguna forma de violencia en la 
comunidad —tal como violencia física o violencia sexual— y de per-
der la posesión de su terreno, dado que de acuerdo con los estatutos 
de la comunidad, la posición de comunero y la asignación de parcelas 
se restringe a los hombres. Asimismo, la violencia sexual es poco de-
nunciada debido a la vergüenza social a la que suelen ser sometidas las 
víctimas y sus familiares («todos hablan»).

Entonces, la mujer hay veces con la cantidad de hijos no se sien-
te, pues, protegida. A veces también ellas temen, ¿no?, que sus 
maridos se alejen de ellas por ese motivo, más que todo por eso. 
A veces dicen: «Prefiero soportar las golpizas a tener este tipo de 
separación, porque después ¿quién me va a sostener y quién va a 
sostener a los niños?».

Autoridad de protección

Por otro lado, las entrevistas revelaron que la falta de confianza en 
el funcionamiento del sistema de protección y en la efectividad de sus 
procedimientos es también una barrera para la realización de denun-
cias. Así, muchos de los entrevistados consideran que las instituciones 
de protección «son corruptas», pues se han visto casos en los que se ha 
cambiado el curso y los resultados de una denuncia, aparentemente 
por pagos económicos realizados a sus funcionarios. Además, los en-
trevistados consideran que estas instituciones son ineficaces, pues exis-
ten muy pocas medidas preventivas para evitar la violencia, muchos de 
sus procesos son lentos y no se realiza el seguimiento adecuado a las 
denuncias. Por último, algunas mujeres explicaron que la desconfian-
za frente al sistema de protección se debe también a que las sanciones 
«no son suficientes» ni «drásticas», y no logran un cambio real en sus 
experiencias de violencia. 
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3.1.3. El sistema de protección informal

En una de las comunidades del estudio, las víctimas de violencia tie-
nen acceso a dos instituciones de protección dentro de la comunidad: 
el teniente gobernador y las rondas campesinas. 

De acuerdo con la mayoría de los entrevistados, el teniente go-
bernador de la comunidad es el principal actor que interviene ante 
los casos de violencia contra la mujer. Esta autoridad suele realizar 
tres acciones: ofrece orientación a las parejas, llama la atención a los 
agresores y reconcilia a las parejas. Durante el trabajo de campo, se 
recogió información sobre las denuncias de violencia contra la mujer 
registradas en su libro de actas entre los años 2009 y 2014. Se reco-
pilaron seis actas de este libro, de las cuales dos referían a «actas de 
armonía». En estas actas se describen los problemas de la pareja, se 
establece un acuerdo y se dispone que habrá un costo —por lo general 
económico— si se desobedecen los términos del acuerdo. La mayoría 
de los informantes sostuvo que los procesos de denuncia de violencia 
culminan con la suscripción de un «acta de armonía».18

En menor medida, las víctimas de violencia acuden a las rondas 
campesinas. Cuando se presenta una denuncia ante los líderes de esta 
institución, las rondas suelen castigar a los agresores, en particular 
con castigos físicos o humillaciones públicas, como obligarlos a cargar 
sacos de arena o a correr desnudos, darles golpes y latigazos, etcétera. 
La mayoría de los entrevistados considera que estos castigos tienen 
una utilidad pedagógica con los agresores, dado que los desincentiva a 
reincidir en dicho comportamiento e igualmente sirve como ejemplo 

18 Como ejemplo se cita un acta de mayo del 2010, en la cual, ante problemas de violencia 
en la pareja, el hombre se compromete a no pegar más a su esposa desde ese día; y ella, 
por su parte, se compromete a no desobedecerlo. En caso contrario, ambos pagarían una 
multa de 200 nuevos soles.
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para el resto de la comunidad. De este modo, se piensa que el ejercer 
este tipo de castigos disminuye la incidencia de violencia y genera un 
ambiente de paz en la comunidad. 

Ha habido maltratos, maltrataban a las señoras y se lo llevaban, a 
veces nosotros hacemos un encuentro entre los ronderos, ahí se lo 
llevan y hacen calato, con desnudo siempre le corren y con ortiga 
las mujeres también latigazos le dan. Entonces ya, cuando lo ven, 
la gente ya nunca hacen ya más, jamás ya, algunos. 

Líder de la comunidad

En el caso de la otra comunidad, el sistema de protección infor-
mal se compone principalmente de organizaciones de mujeres y de la 
principal institución de justicia local, las rondas campesinas.

Frente a una situación de violencia, las mujeres pueden acudir a 
representantes de organizaciones de mujeres, tal como la Asociación 
de Defensoras Comunitarias. Esta asociación está ligada a la parro-
quia distrital y recibe capacitaciones en el CEM. Ante un hecho de 
violencia, realizan tres acciones, dependiendo del caso: orientan en 
la realización de la denuncia, apoyan a la víctima en la separación 
de su pareja, y concilian a la pareja. Sin embargo, la mayor parte de 
las denuncias de violencia contra la mujer se concentra en las rondas 
campesinas. Al recibir una denuncia de violencia contra la mujer, la 
asamblea de rondas campesinas suele imponer alguna sanción pública 
contra el agresor, sean castigos públicos o humillaciones. En casos de 
violencia sexual, buscan conciliar a las partes mediante arreglos econó-
micos entre las familias del agresor y de la agredida. 

Una limitación adicional en la protección de las víctimas de vio-
lencia contra la mujer es la descoordinación y ausencia de colabora-
ción entre las instituciones formales de protección y las no formales. 
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En general, existe un total quiebre entre ambos tipos de instituciones, 
debido a que cada una está en desacuerdo con los procedimientos de 
la otra en situaciones de violencia. Así por ejemplo, los representantes 
de las instituciones de protección formales participantes en este estu-
dio manifestaron juicios negativos sobre el desempeño de las rondas 
campesinas, debido a que estas últimas, según su opinión, «exceden 
sus atribuciones e invaden sus funciones como garantes de orden den-
tro del distrito». 

 
Yo con ellos [rondas campesinas] particularmente discrepo, no 
trabajo, no quiero saber nada ni quiero conocer al presidente. 
Tienen un criterio errado de lo que es la administración de justi-
cia y se meten donde no les corresponde […] Un caso de que me 
enteré es que quisieron conciliar un tema de violación sexual en 
una ronda campesina. […] Así ellos administran justicia. Enton-
ces, no me gusta. […] ellos solo es el trabajo por su cuenta. 

Autoridad de protección

3.2. Estudio de caso 2: las comunidades rurales de la costa

3.2.1. Descripción de problemática de violencia en la zona

El segundo estudio realizado en estas comunidades identificó también 
la incidencia de violencia de género en las zonas de estudio, aunque 
con intensidad y manifestaciones distintas que en el primer caso. 

De acuerdo con la información recogida en las entrevistas, la for-
ma de violencia contra la mujer predominante en las comunidades 
de estudio es la violencia psicológica, que se manifiesta en el uso de 
mecanismos de intimidación orientados a que los hombres ejerzan el 



52 Violencia familiar y acceso a la justicia en el mundo rural

control sobre sus parejas. En estos casos, ellos amenazan con golpear-
las o quitarles a sus hijos, con el fin de generarles miedo y acentuar 
su hegemonía en la relación de poder. Estas amenazas se profieren 
mediante gritos e insultos. Cabe señalar que la violencia psicológica 
no era reconocida como una «agresión»: estos hechos se describían con 
naturalidad, como si fueran parte normal de la dinámica doméstica.

O sea, a veces es un poco violento [mi esposo], como que quería 
hacer algo, como que quería pegarme así, pero yo nunca me he 
dejado, dice nomás que lo hará […] Si me ha dado una cachetada 
es mucho, pero gritaba, insultaba, ¿no?, que incomodaba. O sea, 
el maltrato no era tanto físico, sino psicológico […] decía: «Las 
cosas deben ser como deben ser, así. A mí me molesta mucho 
cuando a veces digo: “Debe estar bien barrido”». […] cuando 
no estaba así, me gritaba: «Anda, concha de tu madre, vas a ver 
lo que te va a pasar, te va a caer. Tú no haces lo que uno te dice, 
mierda». 

Madre de familia

No sé, siempre trata de quitarme a mis hijas, pero más a mi hijita 
la pequeñita, siempre trata de llevarse a mi hijita. […] qué será 
pues, él pensará que yo voy a ir atrás, ¿no? Que te voy a quitar a 
mi hija, me dice.

 Madre de familia

Al explorar las actividades económicas de las familias, hallamos 
nuevamente que los hombres son los principales encargados del tra-
bajo fuera del hogar, y que son ellos quienes sostienen la economía 
familiar. Las mujeres suelen ocuparse del ámbito doméstico y en algu-
nos casos cuentan con trabajos eventuales en comercio menor. Dentro 
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de este grupo se identificó que las mujeres que vivían con sus parejas 
se dedicaban a trabajos eventuales como, por ejemplo, la cosecha de 
uva o la venta de ropa o de comida, mientras que las madres solteras 
tenían oportunidades laborales más estables que a veces implicaban 
salir de la comunidad —incluso hasta trasladarse al Ecuador— para, 
por ejemplo, trabajar como empleadas domésticas. En el discurso de 
las madres entrevistadas destacó el hecho de que la mayoría siente que 
depende de sus esposos porque son ellos los que aportan la mayor 
cantidad de dinero a sus hogares, por lo cual son considerados como 
los principales proveedores, especialmente para la satisfacción de ne-
cesidades básicas como alimentación, salud y educación.

Consistentemente con el caso anterior, hallamos que la violencia 
contra la mujer ocurre cuando las mujeres transgreden los límites del 
campo de acción que les han asignado; es decir, incumplen sus respon-
sabilidades en el hogar —por ejemplo, no limpian la casa—, no atien-
den «como deben» a los hombres o «no obedecen» sus indicaciones. 

Entrevistado: Sí [se produce] por el machismo del hombre […] 
cuando hay un tipo de agresión:
—¿Por qué le has golpeado?
—Porque no me obedeció. 
—Qué, ¿o sea ella es tu hija?
—No, pues, si está en mi casa, yo la estoy manteniendo, tiene 
que obedecer, porque no me hizo caso.

 Autoridad de protección

Entrevistada: A veces no falta que llegó el esposo mareado a ha-
cerle problemas. Se ponen más pesados cuando toman, y todavía 
llegan [pidiendo] «mi almuerzo» […] a veces tiene el motivo, lo 
busca a veces el hombre, como a veces la mujer. Porque sale a 
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veces el hombre y [ella] dice: «Ya, vienes borracho, ya vienes de 
tomar», ya por ahí.
Entrevistador: O sea, ellas buscan las peleas.
Entrevistada: Ajá […] o sea, a veces por reclamar algo que quizás 
alguien dice algo bueno, a veces una sale perdiendo. O sea, a ve-
ces reclaman cosas como de la casa, y por reclamar le cae […] y 
encima que están borrachos, ya fuiste ya [risas].

Madre de familia

Por otro lado, se halló que un factor causante de agresiones es que 
las mujeres cuestionen de algún modo la relación de jerarquía dentro 
del hogar. Esta situación se produce cuando las mujeres realizan recla-
mos o cuestionamientos a sus parejas, tales como acusaciones de in-
fidelidad o de conductas que consideran inapropiadas. Asimismo, en 
algunos casos estas agresiones se producen por reclamos económicos 
hechos por las mujeres cuando sus parejas no asumen los gastos bási-
cos del hogar. Estas situaciones constituyen un reto para la autoridad 
del hombre en el ámbito doméstico y él suele ejercer distintas formas 
de agresión para regular y normalizar la relación de poder.

Porque yo veo en esta calle así, por ejemplo, en esta calle yo veo 
hay algunos que están sacando la vuelta a su mujer, y llegan a la 
casa borrachos y dicen, yo he escuchado, y dicen: «No me hables» 
o «Dame una chela». Y Dios sabe qué cosas dicen, pero cosas 
así, como cosas que son falta de respeto y ninguna persona debe 
hablar así a otra persona, pero los hombres creen que son rey del 
mundo o algo así. Llegan a la casa y dicen: «Ni me preguntes 
dónde estaba, ¿qué asunto tienes tú?». Eso es violencia psicológi-
ca, definitivamente. Y lo que pasa si la mujer vuelve a preguntar 
de nuevo «¿Pero dónde has estado?», de repente va a recibir vio-
lencia física también. Entonces, la mujer se queda callada.

Informante clave 
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Otra situación por la que se desencadena la violencia es cuando 
las mujeres salen fuera del ámbito privado, a la calles, y se demoran 
más de la hora «permitida» o conversan con otros hombres de la co-
munidad.

Finalmente, para el caso de las limitaciones de acceso al espa-
cio público que tienen las mujeres de la comunidad, se halló que la 
idea imperante es que las mujeres deben permanecer más «en la casa», 
mientras que los hombres están más adecuados para estar «en la calle». 
El transgredir estos marcos afecta la reputación de las mujeres y la 
familia, pues da una «mala imagen frente a los demás». La reputación 
frente a la comunidad es un aspecto muy valorado en ambas comuni-
dades de estudio.

Sí, quiero conversar algo que siempre está aquí, por ejemplo, un 
hombre celoso y la señora hasta que vino aquí, y aquí nomás que-
dó el caso porque lo puede arreglar. Cada vez que su mujer salía a 
hacer compras y se demoraba, porque la mujer conversa, entonces 
era tan celoso que la señora ya no aguantó más y vino aquí, por-
que cuando ella llegaba de comprar era capaz, no… sino que la 
tumbaba y le revisaba sus partes, le metía los dedos a sus partes 
y ya la mujer vino aquí, el hombre vino aquí también, conversé.

Autoridad de protección, juez de paz

Asimismo, hallamos que las presiones económicas son también un 
factor de tensión en la relación de pareja, que ante algún factor deto-
nante como los previamente descritos, puede llevar a la erupción de la 
violencia. Varios entrevistados señalaron que a pesar de que es común 
hallar casos de violencia en todos los niveles socioeconómicos, esta es 
más frecuente en las familias con inestabilidad económica. Esta es una 
relación habitual en la literatura, pues diversos autores han señalado que 
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el bienestar económico de la familia influye en reducir la violencia con-
tra la mujer (Koenig y otros 2006, Sherrard y otros 1994, Flake 2005). 

Mayormente se da en la gente que no tiene un ingreso estable 
[…] tiene un ingreso inestable […] menos algunos, algunos que 
ganan menos de la unidad, de los 750 mínimo vital. En esos ca-
sos, en ese campo, ahí se da más la violencia.

Autoridad de protección

Al igual que en el estudio anterior, hallamos dos tipos de causas 
para la incidencia de la violencia. En primer lugar, volvemos a en-
contrar que el alcohol es el detonante de las agresiones. Varios de los 
entrevistados manifestaron que el consumo de alcohol es una práctica 
asentada y recurrente entre los hombres de ambas comunidades de 
estudio. Asimismo, identificamos que los casos de violencia son más 
recurrentes en ocasiones en las que se produce un alto consumo de 
alcohol, tal como fiestas comunales, y los fines de semana.

Porque es así la juventud, toma demasiado, y también personas 
adultas. Pero sí, en los últimos tiempos... crece, pero crece en 
cantinas, se abre una peña, otra peña.

Autoridad de protección

Hay momentos en que, los fines de semana, mayormente las fies-
tas, cuando la población ingiere bebidas alcohólicas, todo… y ahí 
empieza el problema. El abuso.

Autoridad de protección

Las situaciones de agresión se producirían cuando el hombre lle-
ga a su casa en estado de ebriedad y discute con su pareja, por ejemplo 
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debido a que ella le reclama haber tomado alcohol. Especialmente en 
una de las zonas, hallamos que los entrevistados atribuían las agresio-
nes al consumo de alcohol en sí mismo, en un intento por disminuir 
la responsabilidad del agresor, tal como narra la siguiente cita:

Entrevistada: Es una persona de que, que se altere, que si no, él 
es sano. O sea, cuando toma a veces bastante cambia; ahorita ya 
ha calmado un poco, pero el alcohol lo cambia. […] pero un rato 
me dice: «Sí, sí, voy a cambiar» […] su principal problema es que 
toma el alcohol.
Entrevistador: Y cuando su esposo se marea, ¿ocasiona problemas 
en la casa?
Entrevistada: Sí, a veces sí, se pone agresivo, se transforma, pero 
luego está bien.

Madre adolescente

Finalmente, hallamos muestras de transmisión intergeneracional 
de la violencia, aunque en menor medida que en las comunidades an-
dinas, en las cuales esta fue una temática saltante y recurrente. Varios 
de los entrevistados señalaron que la «costumbre» de la agresión al 
interior de la pareja es un patrón que se reproduce de generación en 
generación y parte del modelo de masculinidad en la zona. 

Acá hay familias exclusivas, que toditos los hombres les pegan a 
las mujeres. […] Hay familias marcadas aquí […] El bisabuelo, 
el abuelo, el tatarabuelo, el hijo, el nieto, el bisnieto, toditos les 
pegan a las mujeres. O sea, que se la pegan de machos, así deben 
portarse para ser machos, pero así nomás no te cuentan. 

Informante clave
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Podemos concluir que en estas dos comunidades de estudio tam-
bién existe una alta incidencia de violencia contra la mujer, aunque 
a diferencia del estudio anterior —referido a las comunidades andi-
nas—, esta se manifiesta más en la violencia psicológica y en el control 
sobre la pareja. Nuevamente, hallamos sus orígenes en los marcos nor-
mativos sobre los roles de género culturalmente institucionalizados. 

A continuación, exploraremos qué posibilidades tienen las muje-
res víctimas de violencia de estas comunidades para acceder a la justi-
cia y al sistema de protección informal generado.

3.2.2. El funcionamiento y las limitaciones del sistema de protección 
en la ruta de denuncia frente a la violencia de género en las 
comunidades rurales de la costa

En este apartado, presentamos el funcionamiento y las limitaciones 
del sistema de protección en ambas comunidades. A diferencia del 
estudio anterior, presentamos dos sistemas separados, ya que cada co-
munidad corresponde a una jurisdicción distinta.

A. El funcionamiento y las limitaciones del sistema de protección 
y de la ruta de denuncia frente a la violencia de género en las 
comunidades de Piura

Limitaciones asociadas al sistema de protección

a. La comisaría 

En esta comunidad se cuenta con una comisaría de la Policía Nacional 
del Perú ubicada en las afueras del centro poblado. Esta institución 
es reconocida como la principal encargada de recibir las denuncias 
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de violencia contra la mujer. Idealmente, la PNP debería abrir los ex-
pedientes, realizar las investigaciones iniciales y referir los informes a 
la fiscalía. Al momento de realizar el estudio, contaba con una oficial 
femenina encargada de recibir y atender los casos de violencia contra 
la mujer.

La primera limitación hallada se relaciona con la recepción de las 
denuncias. El representante de la comisaría declaró que se reciben re-
lativamente pocas denuncias de violencia contra la mujer; el personal 
es insuficiente y no se da abasto para acudir a zonas de su jurisdicción 
alejadas de la oficina. Asimismo, otros representantes de instituciones 
de protección sostuvieron que cuando las usuarias acuden a realizar 
denuncias fuera de los horarios de la oficial, los oficiales varones no las 
atienden y les indican que regresen cuando esté su compañera. 

Vamos a suponer que vayas ahorita a la comisaría y la señora 
encargada no está. Entonces, el otro policía le va a decir que se 
venga mañana que está la policía. Entonces, esa mujer ya no va 
a regresar porque también se siente como excluida, de que vas y 
no te atienden.

Autoridad de protección

Luego, en la fase de recolección de evidencia, se hallaron limi-
taciones del médico legista de la comunidad. En este caso, los po-
bladores de la comunidad tienen acceso a dos médicos legistas. Sin 
embargo, estos profesionales trabajan en un horario muy limitado, 
dado que solo atienden de lunes a viernes entre 8 de la mañana y 2 de 
la tarde. Esto implica que si la denuncia de violencia se produce en un 
momento fuera del horario establecido, las víctimas deben esperar y el 
proceso no puede seguir su curso. 
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Si hay un caso a las 3 de la tarde [del viernes], tenemos que hacer 
esperar a la víctima hasta el día lunes para ir al médico legista y 
hasta ahí las huellas han desaparecido.

Autoridad de protección

b. La fiscalía y el juzgado de paz

La fiscalía encargada de los casos de violencia en la zona es la Fiscalía 
Provincial Civil y Familia del Distrito de Chulucanas. Una limitación 
de nuestro estudio es que, durante el trabajo de campo, no tuvimos 
un contacto directo con sus representantes. Sin embargo, hemos re-
colectado información sobre esta institución desde la perspectiva de 
otros actores.

En primer lugar, nos enteramos de que los trámites de la fiscalía 
demoran mucho tiempo y en ocasiones pueden prolongarse hasta un 
año. En segundo lugar, recogimos opiniones negativas de los entrevis-
tados respecto a la disposición de los fiscales de salir a realizar diligen-
cias fuera de su jurisdicción.

Si de ahorita tienen vehículos, los fiscales pueden salir a cualquier 
sitio, no salen. Por ejemplo, que un fiscal puede visitar el pueblo 
de Yapatera, así como tú has venido venir a la plaza, aquí está el 
fiscal que converse con alguna mujer que ha tenido problemas, y 
eso no sucede; o sea, ir al pueblo.

Autoridad de protección

Asimismo, en el centro poblado existen dos juzgados de paz, am-
bos ubicados dentro de la misma localidad. Según lo que informó uno 
de estos jueces de paz al ser entrevistado, sus funciones consisten en 
atender pleitos entre vecinos y casos de abigeato; en distintos momen-
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tos de su discurso, él destacó que esta institución no atiende casos de 
violencia contra la mujer porque no son de su competencia. No obs-
tante, comentó que cuando las mujeres víctimas de violencia lo busca-
ban, él asumía un rol orientador: era receptivo y amable con ellas, y las 
aconsejaba. Es preciso mencionar que los demás entrevistados también 
piensan que a esta institución no le compete atender casos de violencia. 

Finalmente, recogimos información del juzgado mixto de la pro-
vincia. Esta institución está encargada de recibir los casos de violencia 
contra la mujer de la fiscalía y abrir la denuncia. Su principal limita-
ción reside en la gran carga procesal que soporta y el hecho de que 
no cuente con suficiente personal, lo cual lentifica la atención de los 
procesos. Una vez recibida la denuncia, el juzgado debe notificar al 
imputado para que él pueda buscar una defensa, pero la representante 
de dicha institución manifestó que por la falta de personal es un pro-
blema recurrente, dado que para toda la jurisdicción solo cuentan con 
dos notificadores, uno encargado de los caseríos y el otro, de la ciudad. 
Este hecho causa demoras en la notificación y, por consiguiente, en el 
proceso en general. Seguidamente, cuando el expediente está comple-
to —cuenta con declaraciones, evaluación médica y evaluación psico-
lógica—, se cita a ambas partes a una audiencia de esclarecimiento de 
hechos, en la cual se vuelven a tomar las declaraciones de ambos bajo 
el «principio de inmediación», que implica que el juez verifique per-
sonalmente las narraciones de cada actor, con la intención de descu-
brir inconsistencias. Finalmente, se emite un fallo judicial, que puede 
constar de medidas de protección, el tratamiento de las víctimas y/o 
reparaciones. Cabe acotar que la juez de la provincia reconoce que la 
violencia contra la mujer es materia inconciliable, pero señala que las 
familias que pasan por sus procesos suelen reconciliarse luego de cier-
to tiempo. El proceso judicial descrito puede durar entre cuatro a cin-
co meses, período durante el cual se desincentivan muchas denuncias.
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c. La Defensoría Municipal del Niño y del Adolescente (Demuna)

La Demuna más cercana a la comunidad del estudio se encuentra en 
el distrito de Chulucanas, que queda aproximadamente a 15 minutos 
en transporte público. En la entrevista realizada a personal de esta ins-
titución se encontró que una de sus principales necesidades es contar 
con los recursos necesarios para poder llegar a las comunidades más 
alejadas de su jurisdicción. 

Entrevistada: Ellos [las autoridades] nos preguntaron si quería-
mos una [Demuna], y todos contestamos que sí.
Entrevistador: Ajá, ¿tú crees que a la mayoría de la gente de acá de 
Yapatera le gustaría que hubiera una Demuna?
Entrevistada: Sí, porque a veces, si algún problema que haya, ya 
vamos a poder ir aquí, para ya no ir a Chulucanas, todo eso. Por-
que a veces no hay así lo económico, a veces no hay plata para ir 
así movilidad para irse hasta allá, no se puede; más cerca sería acá 
de Yapatera.

Madre de familia

A este testimonio algunas madres añadieron que no suelen acudir 
a la Demuna debido a que el procedimiento de denuncia suele tomar 
mucho tiempo e implica acudir más de una vez hasta la oficina central 
en Chulucanas, lo que afecta su economía y les genera problemas para 
cumplir sus responsabilidades familiares y/o escolares.

En el gráfico 3 se observan las limitaciones en la ruta de denuncia.
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Gráfico 3
Limitaciones identificadas en la ruta de denuncia de las 
instituciones formales de la comunidad rural de Piura

 

Elaboración propia.

A partir de las entrevistas y de la observación realizada durante el 
trabajo de campo, se identificó que no existe un sistema público de pro-
tección de la violencia contra la mujer y los niños que trabaje de manera 
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integrada y/o coordinada. La principal limitación identificada y repor-
tada por diferentes actores es la distancia geográfica tanto entre las sedes 
de las instituciones mencionadas como entre estas y la comunidad. 

Esta distancia se ve reflejada en los discursos de los representantes 
de las instituciones. Así, tanto el comisario como la representante de la 
Demuna coincidieron en que nunca han trabajado cooperativamente 
y ni siquiera se conocen, lo que coincide con la declaración del juez 
de paz respecto al comisario: «Nunca he hablado con él, no suelo ir 
por ese lugar, está como afuera». A esto agregó que el vínculo entre el 
juzgado de paz y la comisaría por lo general depende de la autoridad 
de turno y de la personalidad del comisario que este al mando: «Con 
algunos comisarios es fácil tener un vínculo amical, pero con este no». 
Lo mismo parece suceder entre la representante de la Demuna y el 
juez de paz, pues este último declaró que nunca han trabajado en con-
junto debido a que ella no suele acercarse a la comunidad.

Limitaciones asociadas a la víctima de la violencia

En líneas generales, se identificó que en esta comunidad rural piurana 
existe muy poca prevalencia de denuncias frente a casos de violencia 
contra la mujer. Las explicaciones de los informantes respecto a esta 
baja incidencia de denuncias son las siguientes, en orden de importan-
cia: a) la vergüenza de las víctimas respecto a que los pobladores de la 
comunidad se enteren de su situación; b) el temor a ser golpeadas más 
severamente por sus agresores; c) el temor a ser abandonadas por sus 
parejas, quienes son el principal sustento económico en sus familias; y 
d) el costo en tiempo y dinero que implica realizar una denuncia, de-
bido a que las instituciones de protección tienen su sede en las afueras 
de la comunidad o en otro distrito.
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[Las madres] no vienen, por dos motivos: uno, el temor al qué 
dirán de la gente. Siempre piensan en tapar el sol con un dedo, 
y les importa mucho lo que puedan decir, si les pegan o no. Y 
dos, [que ellas se dicen a sí mismas] «para qué voy a ir» […] Ya se 
adaptaron a que el marido también las trate mal. […] son ambas 
cosas que favorecen para que no denuncien.

Policía

Otras causas reportadas fueron que e) las personas agredidas no 
confían en las instituciones de protección debido a que no atienden 
los casos oportunamente y a veces encubren a los agresores, y f ) las 
agredidas ya se adaptaron a estas situaciones y las ven como normales. 
Cabe precisar, respecto al punto e), que algunos informantes expli-
caron que los policías prefieren no recibir denuncias sobre violencia 
contra la mujer porque consideran que estos son problemas familiares, 
que pertenecen a la esfera privada y, por tanto, deben ser solucionados 
en ese marco.

Porque a veces, cuando han ido a la comisaría a quejarse, les han 
dicho: «¿Y qué le has hecho? ¿Por qué te ha pegado?». Había un 
profesor aquí, que hasta ahora sigue siendo profesor ese mons-
truo, que le pegaba a la esposa como no te puedes imaginar […]. 
Y en una oportunidad la agrede tanto y la hija se mete, la hija 
señorita, y también la agredía. Entonces, la hija decide irse a la 
comisaría, con la mamá […] y les dijeron, sí, así les dijo: «No, 
pero son problemas de pareja, de familia. Vayan y solucionen, 
para qué denuncian». […] Prácticamente no les recibió la denun-
cia, [por eso] acá tienen miedo de que no les hagan caso.

 Informante clave
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Sistema de protección informal

A pesar de que esta comunidad rural cuenta con rondas campesinas, a 
diferencia de lo que sucede en las zonas andinas, estas no intervienen 
en casos de violencia contra la mujer por considerar que son compe-
tencia de la comisaría. Esta postura, que deja un vacío institucional 
en la atención de estos casos, es una clara consecuencia de la ausencia 
de coordinación entre la justicia estatal y la comunitaria. Esta última 
utiliza el temor de usurpar las funciones estatales como una excusa 
para no intervenir en los casos de violencia (Franco y González 2009).

Algunas organizaciones de la sociedad civil que tienen injerencia 
en casos de violencia contra la mujer y trabajan en esta zona son las 
ONG Manuela Ramos y Cayo. Sin embargo, estas organizaciones solo 
realizan esporádicamente charlas y talleres sobre prevención de la vio-
lencia y promoción de la igualdad de género. No interceden ni actúan 
directamente en los casos de violencia contra la mujer.

B. El funcionamiento y las limitaciones en el sistema de protección 
y en la ruta de denuncia frente a la violencia de género en la co-
munidad rural costeña de Lambayeque

Limitaciones asociadas al sistema de protección

a. La comisaría 

La comunidad cuenta con una comisaría de la Policía Nacional del 
Perú ubicada en la plaza de armas, local que es compartido con la 
Demuna y algunas oficinas de la municipalidad. Los representantes de 
la comisaría reconocen que sí les compete recibir los casos de violencia 
contra la mujer, realizar las investigaciones correspondientes y derivar 
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el expediente a la Fiscalía Provincial Mixta de Cayaltí o la Fiscalía Pe-
nal, de acuerdo con si se trata de una falta o un delito.

La primera limitación reconocida por los informantes se refiere 
a la recepción y apertura de los casos de violencia contra la mujer. 
Las razones son dos: en primer lugar, la negligencia de los oficiales 
de policía; y en segundo, las limitaciones referidas al personal. Sobre 
el primer punto, las mujeres entrevistadas señalaron que, en muchas 
ocasiones, los policías optan por no intervenir en casos de violencia 
porque conocen a los agresores o prefieren evitar problemas o repre-
salias por parte de ellos. Así, varias mujeres de la comunidad tildaron 
a la institución policial como «machista». Durante la entrevista con el 
representante de esta institución, hallamos evidencias de esta percep-
ción en diversas afirmaciones que hizo, en las cuales minimizaba los 
casos de violencia sexual y ponía el peso de la responsabilidad sobre 
la mujer. 

Se va a la Policía para hacer una denuncia y […] no pasa nada, 
porque es también muchas veces una institución machista tam-
bién. ¿Y qué pasa si el policía es amigo con el hombre que está 
haciendo eso? Porque hay mucha corrupción también. […] he 
escuchado que ha pasado […] y yo he escuchado a mujeres decir: 
«Bueno, no voy a hacer una denuncia porque no va a ayudar». No 
tienen fe en el sistema […] no va a hacer ninguna diferencia. 

Mujer

Asimismo, a partir de las conversaciones con los diferentes in-
formantes se identificó que el escaso personal con el que cuenta la 
comisaría es una de las principales limitaciones que los entrevistados 
le adjudican a esta institución, que tiene un importante impacto en 
las posibilidades de intervenir frente a los casos de violencia contra la 
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mujer. Según los informantes, el personal policial no se abastece para 
llegar a las zonas más alejadas del distrito y no logra actuar oportu-
namente en las situaciones de violencia debido a que, con frecuencia, 
únicamente hay un policía en la comisaría y él suele argumentar que 
no puede dejar el local solo. 

Otra limitación es la falta de infraestructura adecuada, tanto para 
recibir las denuncias como para atenderlas. Por ejemplo, no se cuenta 
con un ambiente privado y cómodo para tomar la declaración de la 
agraviada, quien debe narrar los hechos de violencia en el único am-
biente de la dependencia policial, por el cual transitan oficiales y civi-
les. Los entrevistados consideran que esto genera un clima incómodo 
para la víctima y muchas veces desincentiva la denuncia. 

Entrevistador: ¿Cómo la falta de privacidad puede afectar el caso?
Entrevistado: No se sienten en confianza.
Entrevistador: No se realizan bien…
Entrevistado: No se realizan bien los testimonios, las declaraciones.

Autoridad de protección

Otra carencia es que la comisaría no cuenta con la infraestructu-
ra informática adecuada, en particular de internet, lo que lentifica y 
en algunos casos entorpece los procesos. Para toda la oficina, solo se 
cuenta con un cable de internet y los oficiales deben esperar su turno 
ya sea para extraer información como para enviarla.

Finalmente, en cuanto a la recolección de la evidencia inicial, los 
entrevistados sostuvieron que la intervención del médico legista suele 
ser pronta y respetar los plazos establecidos, mientras que los trámites 
de evaluación psicológica dependen del horario y disponibilidad de las 
psicólogas del centro de salud, y pueden tardar de cinco a siete días.
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b. La fiscalía y el juzgado

La fiscalía más cercana es la fiscalía provincial, cuya sede se ubica 
aproximadamente a cuatro kilómetros de la comunidad. La fiscalía 
cuenta con una unidad médico legal y otra de víctimas y testigos, 
compuesta por abogados, psicólogos y médicos. Ambas unidades son 
las principales responsables de atender los casos de violencia contra la 
mujer. 

De acuerdo con los entrevistados, la primera limitación de la fis-
calía se produce en la fase de atención y recepción de los casos, dado 
que se trabaja con horarios estrictos de 8 de la mañana a 2 de la tarde, 
y fuera de estos horarios es difícil lograr la atención. Una vez forma-
lizada la denuncia, el fiscal la deriva a uno de los cuatro juzgados de 
familia de la provincia de Chiclayo; y si el caso constituye un deli-
to, al Juzgado Penal de Chiclayo. Todos estos juzgados se encuentran 
aproximadamente a una hora de distancia de la comunidad.

El juzgado de paz, por su parte, se ubica aproximadamente a 
cinco cuadras de las otras instituciones de protección mencionadas. 
Según el juez entrevistado, los casos de violencia contra la mujer no 
forman parte de sus funciones, sino que deben derivarse a la comisaría 
por constituir un delito. No obstante, el juez narró que cuando acude 
a él una víctima de violencia contra la mujer, cita al agresor para «po-
ner límites» y darle recomendaciones. Esto guardaría correspondencia 
con el hecho de que casi ningún entrevistado identifica al juzgado 
de paz como una institución que protege a las mujeres víctimas de 
violencia; así, el juzgado de paz fue mencionado muy pocas veces, y 
no como una instancia a la que se puede recurrir para denunciar este 
tipo de casos. 

Cabe remarcar que en el TUO de la Ley de Protección frente a la 
Violencia Familiar, Decreto Supremo 002-98-JUS, se señala que «En 
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los lugares en donde no exista Juez de Paz Letrado, asumirá sus fun-
ciones el Juez de Paz». Dado que en este caso el juzgado de paz letrado 
se encuentra en la ciudad de Chiclayo, sería atribución del juez de paz 
intervenir en estos casos.

Entrevistador: ¿Podría contarnos en qué consiste su labor?
Entrevistado: Bueno, nosotros tenemos una ley que se llama la Ley 
de Jueces de Paz, más que todo es conciliación entre las partes, 
procesos menores como alimentos, faltas.
Entrevistador: ¿Temas de violencia familiar?
Entrevistado: No, eso corresponde más que todo a la fiscalía por-
que es un delito. Nosotros no vemos nada de violencia; los jueces 
solo ven medidas preventivas, después pasa a la fiscalía.

Juez de paz

c. Defensoría del Niño y el Adolescente (Demuna)

La Demuna está cumpliendo un papel relevante para la intervención 
en casos de violencia contra la mujer y maltrato infantil, pues no so-
lamente es la institución más reconocida por los entrevistados para 
realizar denuncias, sino que también su autoridad representante ha 
logrado articular una red social de denuncias conformada por vecinos 
de la zona y algunas otras autoridades, específicamente la gobernadora 
de la comunidad. Así, los vecinos, quienes mantienen una comunica-
ción fluida y una relación de confianza con esta autoridad, cumplen la 
función de denunciantes reportando de manera anónima los casos de 
violencia contra la mujer observados y/o escuchados de manera direc-
ta o por terceras personas. Además, esta red se extiende al seguimiento 
de los casos en los que la Demuna —en colaboración con otras auto-
ridades, por ejemplo, la Policía— ya intervino, y son nuevamente los 
vecinos quienes proporcionan información respecto a si la violencia 
ha cesado o se mantiene. 
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A veces, mayormente, que vayan a hacer la denuncia no la hacen. 
La de la Demuna se entera a veces por vecinos o por las mismas 
amistades de ellos mismos, pero como le digo, es como un con-
versado de confianza que ahí nomás queda, porque tienen temor. 

Madre de familia

Entrevistada: Eso [un caso de violencia infantil] ha sido hace tres 
meses, que con las mieles y los ajos solamente que porque no 
quería comer, pero los vecinos decían que eso era de todos los 
días, inclusive le había pegado la señora. 
Entrevistador: ¿Cómo se hizo la denuncia? ¿Quién la hizo?
Entrevistada: Por medio de un vecino. Fue anónimo. O sea, lla-
maron, pues, por teléfono al celular. Entonces me dijeron: «Ven-
ga ahorita, tal dirección». 
Entrevistador: ¿Quién le contó que era de todos los días?
Entrevistada: Los mismos vecinos, los que vivían alrededor. 
Entrevistador: ¿Cuántas visitas hizo usted?
Entrevistada: La verdad, yo he hecho dos visitas: el mismo día 
de la agresión y después otro día, cuando ya estuvo la cosa más 
tranquila. 
Entrevistador: ¿Usted hace como un seguimiento?
Entrevistada: Claro, un seguimiento, pues, se hace. Aparte que yo 
no lo hago directamente, yo me baso en otras personas que vi-
ven alrededor para preguntarles, verificar, para que haya testigos, 
pues. Ya según eso yo les informo a los policías, porque ellos van 
con patrulleros, ellos no tienen nada que ver, ellos van.

Representante de la Demuna

A partir de la entrevista a la representante de esta institución, se 
identificó que sus principales limitaciones están relacionadas con los 
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siguientes aspectos: a) personal, pues actualmente solo cuentan con 
una persona a medio tiempo; b) recursos materiales e infraestructura, 
pues no cuentan con impresoras, computadoras ni servicios higiéni-
cos; y c) apoyo de profesionales especializados en temas de violencia 
como asesores legales, psicólogos y capacitadores. 

En el gráfico 4 se expone la ruta de denuncia y sus limitaciones.
 

Gráfico 4
Limitaciones identificadas en la ruta de denuncia de las 

instituciones formales de la comunidad rural de Lambayeque 
 

Elaboración propia.
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La iniciativa mas institucionalizada de coordinación estatal frente 
a la problemática de la violencia es el Comité Distrital de Seguridad 
Ciudadana (Codiseg). Este comité, fundado hace dos años, está com-
puesto por la comisaría, las fiscalías, la alcaldía, la gobernación y orga-
nizaciones de la sociedad civil como asociaciones de mujeres y las ron-
das campesinas. Sus actividades se centran en la elaboración de un plan 
de trabajo de seguridad ciudadana, y en reuniones mensuales alrededor 
de dicho plan. Las iniciativas de este plan son principalmente char-
las informativas de prevención de distintas problemáticas sociales, tal 
como la drogadicción, el pandillaje y la violencia contra la mujer. Sin 
embargo, a pesar de que este tema sí está considerado, en líneas gene-
rales se ha trabajado muy poco, y tal como lo señalaron el juez de paz y 
el comisario, cada uno tiene sus propias funciones y no existen criterios 
unificados entre las tres instituciones respecto a qué procedimientos 
deben seguir las víctimas que quieren interponer una denuncia. 

Pero además de los problemas de coordinación, las entrevistas con 
los representantes de las distintas instituciones de protección mostra-
ron que a ellos mismos les falta claridad sobre sus propias funciones y 
el proceso que deben seguir. Esto ocasiona, en algunos casos, una su-
perposición de funciones, pues frente a una misma denuncia, pueden 
llevarse a cabo dos procesos en paralelo en dos instituciones distintas.

Por ejemplo, piden garantías y acá una denuncia penal, y en el 
formulario dice «va a solicitar garantías», pero que no tengan co-
nocimiento ni una denuncia penal ni judicial… Pero a veces se 
da eso y hay dos investigaciones así.

 Policía

Entrevistador: ¿Entonces le parece necesario que se coordine?
Entrevistado: No, el problema sería unificar criterios porque ma-
yormente una persona lleva a su manera […] la Demuna, el juez, 
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vas a determinar un hecho y todos deben tener la misma forma, 
como una escalera de una casa, y eso sería primordial para tener 
un mejor criterio, y la población se va a un sitio y recibe una 
forma, va a otro sitio y recibe otra forma, y no sabe cuál es la 
verdadera […]. 
Entrevistador: Y por parte de otras instituciones, ¿se necesita al-
gún otro tipo de apoyo, mejora?
Entrevistado: Todo sería coordinación, para todos tener una sola 
idea. Una sola población […] criterios, para que la población no 
esté confundida: de una institución recibe un criterio, en otra ins-
titución recibe otro criterio y al final no sabe. Las funciones son di-
ferentes, pero la forma de atender los casos de violencia es una sola.

 Policía

En este contexto, destaca que, una vez más, el juzgado de paz es 
la institución que menos presencia tiene en temas de violencia y con 
la que menos coordinan —prácticamente nunca ha sucedido— la co-
misaría y la Demuna en cuanto a la prevención y/o intervención con-
tra situaciones de violencia. Las tres autoridades de estas instituciones 
sostuvieron que al juzgado de paz no le compete atender denuncias 
sobre violencia —«Es más policial», dijo el comisario— o que sus 
funciones solo implican que «conozcan algunos casos» para notificar a 
los agresores si es necesario. 

Pero mayormente ellos [el juzgado de paz] derivan a la comisaría, 
así como aquí también derivamos para allá a personas que dicen: 
«No, ¿sabe qué, señor? A tal persona le he prestado dinero y no 
me quiere pagar». ¿A quién le compete recibir su denuncia? Al 
juez de paz, porque es un contrato civil y entonces ya ellos ven 
solos esos temas, de eso se encargan.

 Policía
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En la coordinación entre la Demuna y la comisaría, esta se pro-
duce de manera unilateral; es decir, la primera se comunica con la 
segunda en algunos casos de violencia severa, con la finalidad de que 
la comisaría intervenga penalmente. Por otra parte, el informante de 
la comisaría reportó que la coordinación en casos de violencia es prin-
cipalmente con la fiscalía, para hacer el seguimiento de los casos, y no 
con otras instituciones de la localidad. 

A pesar de esta falta de articulación, la Demuna se ha convertido 
en una institución clave que ha permitido establecer cierta interacción 
y comunicación tanto entre otras instituciones de protección —la go-
bernación, la comisaría— como entre estas y la comunidad, tal como 
se mencionó anteriormente. Su trabajo de coordinación implica las 
siguientes acciones: a) establecer un contacto permanente con los po-
bladores de la comunidad, para informarse sobre casos de violencia; 
b) mantener un contacto permanente con la gobernadora de la co-
munidad, para llegar a acuerdos e informar sobre el conocimiento de 
los hechos y las posibles rutas de acción tanto para los agresores como 
para los agredidos; y c) coordinar con la comisaría las denuncias pena-
les en los casos en que lo amerite.

Limitaciones asociadas a las víctimas de la violencia

Durante el trabajo de campo, se identificó que otra limitación en la 
ruta de denuncia es que las víctimas prefieren no denunciar estos he-
chos, ya sea por temor a que la agresión se reitere y/o porque conside-
ran que el agresor puede cambiar su conducta.

Entrevistador: ¿Se denuncia estos casos?
Entrevistada: Tampoco. Lamentablemente, en lo que hablamos 
nosotros y siempre decimos de que ahora no debemos quedarnos 
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callados, no hay en esta cosa una denuncia, por el mismo hecho de 
que, por ejemplo, las mujeres, que son las parejas, tratan siempre 
de decir «no» por el temor, miedo; o hay también mujeres que dicen 
«él va a cambiar», tienen ese tipo de pensamiento o que les peguen 
más fuerte temen […] saben de la Demuna, pero les da miedo.

Informante clave

Asimismo, al igual que en el caso de la comunidad rural costeña de 
Piura, se identificó que hay una desconfianza generalizada frente a la ac-
tuación de las instituciones de protección, dado que se las conoce como 
«corruptas» e «ineficientes» para resolver problemáticas de violencia.

Sistema de protección informal

De acuerdo con la información recogida durante las entrevistas, halla-
mos que la gobernadora del distrito es el principal actor alternativo al 
que se recurre frente a casos de violencia. Esta autoridad reconoce que 
en la comunidad juega un papel de fiscalizadora de las instituciones 
estatales y mediadora entre estas y la sociedad civil. Mediante un con-
venio con la fiscalía, la gobernadora está autorizada a emitir garantías 
personales en caso de que considere que la integridad de la víctima se 
encuentra en peligro. Cuando emite estas garantías, debe informar 
a la comisaría, para que la Policía realice las acciones pertinentes en 
caso de que la medida se viole. Sin embargo, frecuentemente intenta 
conciliar a las partes de un proceso de violencia contra la mujer, pese 
a que la Ley 26260 lo prohíbe al señalar que esta materia se considera 
«inconciliable». 

De acuerdo a una investigación que pueda yo realizar se les otor-
ga las garantías en medida de prevención. Y con respecto también 
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a violencia familiar, también vienen acá de las parejas, más son 
parejas. También trato de orientarlas, solicitan sus garantías, tam-
bién se les otorga de acuerdo al grado. De repente puedo hacer-
los conciliar, porque también es parte de la gobernación hacerlos 
conciliar a ambas personas dentro de la familia.

Gobernadora
 
Además, existen una serie de organizaciones de la sociedad civil 

que actúan en materia de violencia contra la mujer. La principal es la 
Asociación de Mujeres Organizadas, que realiza campañas mediáticas 
y eventos en los que denuncia la violencia contra la mujer. Del mismo 
modo, la Asociación de Desarrollo Social Lestonnac organiza charlas 
y campañas, dirigidas a hombres y mujeres, sobre prevención de la 
violencia. Cabe acotar que ambas instituciones actúan exclusivamente 
sobre la prevención de violencia y la promoción de derechos, mas no 
intervienen directamente frente a los casos de violencia. 

Finalmente, al igual que en la comunidad piurana, existen rondas 
campesinas, pero estas actúan principalmente en lo que se refiere a la 
seguridad comunal y no tienen injerencia en los casos de violencia 
contra la mujer. Esto implica que, aparte de las instituciones públicas, 
las víctimas prácticamente no cuentan con otra opción. 





4. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES

En el presente apartado esbozamos las principales conclusiones refe-
ridas a cómo incide la violencia en las comunidades de estudio y qué 
capacidad tiene el Estado de dar respuesta a esta problemática. Asimis-
mo, proveemos algunas recomendaciones de política para abordar esta 
temática de manera integrada.

En primer lugar, en cuanto a la incidencia de la violencia, cons-
tatamos una fuerte presencia de violencia de género en las diferentes 
comunidades del estudio. Sin embargo, esta tiene manifestaciones dis-
tintas en cada comunidad. En el caso de las comunidades andinas, la 
violencia más frecuente es la física, que se manifiesta en golpes, puñe-
tes y patadas. Por otro lado, en las comunidades costeñas de Piura, el 
tipo de violencia predominante es la psicológica, basada en el control 
sobre la pareja, básicamente sobre sus decisiones y su acceso al espacio 
público. 

En ambos casos, el detonante de la violencia es el excesivo con-
sumo de alcohol por parte de los hombres, más frecuente durante las 
fiestas y celebraciones de la comunidad. Hemos identificado que la 
violencia se halla asentada y justificada en marcos culturales machis-
tas, que ubican a las mujeres en una condición de subyugación frente 
a sus parejas y les atribuyen funciones rígidas y relegadas al espacio do-
méstico. Las agresiones ocurren cuando ellas transgreden estos límites; 
por ejemplo, se considera que al no cumplir las labores domésticas o 
pasar mucho tiempo fuera de la casa ellas están rebasando los límites 
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determinados. Esta situación genera básicamente dos preguntas: ¿qué 
posibilidades de acceso a la justicia tienen las mujeres de las comu-
nidades de estudio? ¿Y qué capacidad tiene el Estado para proveer 
justicia en estos contextos?

En concordancia con nuestro marco teórico, las mujeres de nues-
tras comunidades de estudio enfrentan una serie de barreras para ac-
ceder al sistema de justicia formal. Una de estas barreras es la distancia 
geográfica a las instituciones de protección. En la mayoría de casos, 
las sedes de estas se encuentran en la capital de distrito y alejadas de 
las comunidades, lo que dificulta que las víctimas acudan tantas veces 
como sea necesario para realizar efectivamente una denuncia. Además, 
los pobladores de las comunidades aisladas y/o alejadas de la capital 
distrital no cuentan con información suficiente sobre las instituciones 
a las que podrían acudir. Asimismo, al realizar una denuncia se en-
frentan con barreras culturales, puesto que en las comunidades es mal 
visto que una mujer se separe de su pareja, y si lo hace, puede sufrir 
hostigamiento por este hecho. 

Tal como se describió en el caso de una de las comunidades andi-
nas, las mujeres cuentan con menos derechos que los hombres —por 
ejemplo, tienen menos acceso a la propiedad de la tierra y a un pues-
to en la asamblea comunal—, por lo cual están en una posición de 
desventaja de poder y recursos para presentar una denuncia. Otra de 
las barreras que enfrentan las mujeres para denunciar a sus parejas es 
el temor a que las agresiones se reiteren. También existe una descon-
fianza generalizada respecto a que las instituciones de protección las 
defiendan efectivamente o les brinden soluciones adecuadas, pues la 
población considera que son corruptas e ineficientes. Hay que seña-
lar que esta desconfianza se basa en reiteradas experiencias negativas 
con estas instituciones. Finalmente, las mujeres de estas comunidades 
enfrentan la barrera de la dependencia económica de la pareja y la 
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falta de alternativas laborales que les permitan mantenerse, a sí mis-
mas y a sus hijos, en caso de separarse. Dado que en las comunidades 
de estudio el papel de la mujer está restringido al espacio doméstico, 
pocas veces ellas tienen la oportunidad de desarrollar sus capacidades 
productivas y su experiencia laboral es muy limitada, lo cual las coloca 
en una posición de extrema vulnerabilidad si se separan.

Del mismo modo, en los estudios de caso se identificó una serie 
de limitaciones referentes a la capacidad de las instituciones de protec-
ción para atender adecuadamente los casos de violencia y permitirles 
a las víctimas ejercer su derecho de acceso a la justicia. En primer 
lugar, identificamos que el proceso de recolección de evidencia para 
la investigación preliminar, a cargo de la comisaria, suele prolongarse 
demasiado y requiere que la denunciante acuda varias veces. Además, 
el paso de los expedientes a la fiscalía y al juzgado es lento por la so-
brecarga procesal de estas instituciones. Esta excesiva dilatación del 
tiempo determina que muchas usuarias desistan de proseguir con la 
denuncia. 

Por otra parte, el personal de las comisarías, las fiscalías y los juz-
gados comparte una característica: su fuerte «masculinización» (Dave-
rio 2009a), que se manifiesta en que, con frecuencia, los funcionarios 
se niegan a abrir los casos de violencia contra la mujer o intentan 
conciliar a las partes, pese a que esto está prohibido por ley.19

Otra barrera para interponer una denuncia es la limitación de 
los horarios, que deja a las víctimas desamparadas ante situaciones de 
emergencia. La falta de recursos humanos y materiales, así como la in-
fraestructura inadecuada, dificultan también la atención de estos casos. 

19 Los artículos sobre las funciones de los operadores de justicia referidos a la conciliación 
fueron derogados por el artículo 2 de la Ley 27982, publicada el 29 de mayo del 2003. 
Actualmente, la conciliación está prohibida en los casos de violencia familiar por la Ley 
de Protección frente a la Violencia Familiar 26260.
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La investigación encontró, asimismo, un serio problema en el 
funcionamiento de los juzgados de paz, que en lugar de seguir los 
procesos normativos establecidos y abrir el expediente de denuncia, 
muchas veces se limitan a simplemente aconsejar a las partes, o se 
niegan a atender a las víctimas porque consideran que el tema de la 
violencia contra la mujer no es un asunto de su competencia. Es decir, 
la ruta de la denuncia legal en sí está plagada de barreras que terminan 
por desincentivar a las usuarias.

En cuanto a los CEM de las localidades, se halló que tienen poca 
incidencia debido a que gran parte de la población desconoce su exis-
tencia. Además, sus sedes se ubican en la capital de la provincia, razón 
por la cual son de difícil acceso para las mujeres de comunidades ale-
jadas. Las Demuna son más conocidas e identificadas como puntos de 
referencia para realizar denuncias. Sin embargo, dado que la atención 
directa de los casos de violencia no está dentro de sus competencias, 
suelen derivar las denuncias a la comisaria correspondiente.

Finalmente, hay que señalar que todas estas limitaciones se mag-
nifican debido a la falta de coordinación entre las instituciones loca-
les de protección. Si bien en ocasiones realizan iniciativas conjuntas 
orientadas a la prevención de la violencia —tales como charlas y talle-
res con diversos actores—, no son capaces de reproducir este esfuerzo 
en la intervención o tratamiento de los casos de violencia contra la 
mujer. Por ejemplo, las víctimas no declaran una sola vez, sino que 
cada institución repite el interrogatorio; en ocasiones, hasta se ponen 
denuncias paralelas en dos instituciones, por ejemplo en la comisa-
ría y la fiscalía. Asimismo, muchas veces los funcionarios carecen de 
claridad sobre sus propias funciones y acerca de las competencias del 
resto de las agencias involucradas en la ruta de denuncia. Quizá la 
manifestación más dramática de esta descoordinación es la incomuni-
cación con las organizaciones de la sociedad civil que tratan los temas 
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de violencia contra la mujer, tal como las organizaciones de mujeres 
y las iglesias locales, que suelen tener un contacto más estrecho con 
las víctimas y, por tanto, tienen mayores posibilidades de brindarles 
información y respuestas pertinentes. De esta forma, se pierde la opor-
tunidad de integrar esfuerzos y atender mejor los casos de violencia.

En ese contexto, en la práctica han surgido sistemas legales infor-
males,20 que administran justicia por su cuenta en los marcos valida-
dos por la comunidad. Esto es más claro en el caso de las comunidades 
andinas, en las cuales las rondas campesinas ejercen la principal juris-
dicción sobre los casos de violencia contra la mujer. Esta institución 
está validada localmente y es reconocida por las comunidades como la 
principal garante de justicia. Sin embargo, frecuentemente la justicia 
comunitaria no satisface las demandas de las mujeres y las sanciones 
son débiles o no se cumplen (Paredes 2007). Cabe remarcar la desco-
nexión que existe entre las rondas y el sistema de protección formal, 
así como la dinámica de competencia entre el sistema legal informal y 
el sistema legal formal.

Como recomendaciones, se plantean las siguientes. Se debe, en 
primer lugar, acortar la distancia física entre las instituciones de pro-
tección y las víctimas de la violencia. Las sedes de la mayoría de ins-
tituciones se encuentran exclusivamente en la capital de provincia, y 
en el mejor de los casos en la capital de distrito. Además, no cuentan 
con recursos presupuestarios ni de personal suficientes para realizar 
acciones descentralizadas o darles seguimiento a los casos en localida-
des alejadas de su jurisdicción. Es necesario que en el plan presupues-
tario y el cronograma de actividades de cada institución se incorporen 

20 Por sistema legal, siguiendo a Irigoyen (2002), entendemos una institución que goza de la 
autoridad reconocida para administrar justicia, que cuenta con normas y con los medios 
para crearlas o cambiarlas, así como con autoridades y los medios para escogerlas, proce-
dimientos para arreglar disputas, sanciones y sistemas para reforzarlos.
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medidas para acercarse a las comunidades alejadas, tanto con el fin de 
promover y prevenir como de realizar la intervención en sí. 

En segundo lugar, es urgente transversalizar el enfoque de género 
en las instituciones de protección frente a la violencia contra la mujer. 
Esto se logrará especialmente mediante la capacitación de los opera-
dores de justicia encargados de atender estos casos y la fiscalización 
que garantice que están cumpliendo sus funciones adecuadamente. 
La reticencia a abrir procesos por violencia contra la mujer, además 
del trato discriminatorio a las usuarias, les resta legitimidad a estas 
instituciones, genera desconfianza frente a su funcionamiento y, en 
muchos casos, determina que las víctimas no reciban una respuesta 
adecuada a su necesidad de justicia. En tercer lugar, la dimensión de 
esta problemática requiere una acción coordinada entre los operadores 
de protección para tratar los casos de manera eficiente y minimizar los 
costos y daños para la víctima.

En cuarto lugar, deben generarse alternativas para ayudar a que las 
mujeres víctimas de violencia venzan la dependencia económica y emo-
cional que las ata a sus agresores y las desincentiva de realizar denuncias. 
Sobre este punto, recomendamos articular los servicios de atención a 
la violencia contra la mujer con programas de educación para adultos, 
reinserción económica y tecnificación productiva. Asimismo, tienen 
que crearse alternativas concretas y seguras para que, en caso de que 
sea necesario, la víctima y sus hijos salgan del hogar. En ninguna de 
las comunidades de estudio hallamos casas de refugio para las víctimas 
de violencia contra la mujer; si ellas no cuentan con apoyo familiar, es 
improbable que encuentren opciones válidas de adónde acudir. Por ello, 
la implementación de casas de refugio municipales debería ser un eje de 
las estrategias para abordar la violencia contra la mujer. 

En quinto lugar, las víctimas requieren tratamiento psicológico 
a lo largo del proceso de denuncia y no únicamente al final de este, 
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como si se tratara de un fallo judicial. Sugerimos establecer programas 
de empoderamiento en los que la mujer víctima de violencia obtenga 
herramientas que le permitan afrontar adecuadamente el proceso de 
denuncia y, si es el caso, iniciar una vida independiente de su pareja.

Por último, este estudio plantea la necesidad de que se integren 
los marcos interculturales para la atención legal en las comunidades 
rurales. La diversidad cultural y el pluralismo legal imperantes en el 
país plantean retos para el tratamiento estandarizado de los casos de 
derechos humanos, tal como los de violencia de género. Si bien es 
importante respetar la jurisdicción de las autoridades locales, esto no 
invalida la necesidad de proveer justicia en todos los contextos y a 
todos los grupos vulnerables. 

Recomendamos realizar acciones para integrar la justicia comu-
nitaria con la justicia ordinaria y, principalmente, delimitar con cla-
ridad la jurisdicción y las facultades de cada uno de estos sistemas 
legales. Es importante trabajar sobre la base de las instituciones y ac-
tores legitimados y respetados en cada comunidad, que requieren ser 
capacitados y guiados para transversalizar el enfoque de género tam-
bién en estas instituciones. Asimismo, es importante empoderar a las 
organizaciones sociales, en particular a las organizaciones de mujeres, 
con el objetivo de que se conviertan en el nexo con la sociedad civil; 
así podrán trabajar en conjunto con las instituciones estatales y lograr 
que estas provean un mejor servicio. La temática de la violencia contra 
la mujer en zonas rurales requiere ser abordada de manera intersec-
torial y en conjunto con la sociedad civil, en el marco de un diálogo 
intercultural.
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